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Señor - 

DANIEL ENRIQUE SALAVERRY VILL 
Presidente del Congreso de la República del Perú 
Presente. - 

Ref.: Oficio N°  025-201 8-DPSA/1 SPT/CSJ (Correlativo N° 639807-2018).- 

De mi consideración: 

Tengo el agrado de dirigirme a usted, a fin de remitir adjunto al presente, para su 
conocimiento y fines consiguientes, fotocopia certificada de la resolución 
expedida por el Consejo Ejecutivo del Poder Judicial, mediante la cual se remite 
el proyecto de iniciativa de reforma de los artículos 4 19.2° y  425.3° del Decreto 

Legislativo N° 957, Nuevo Código Procesal Penal, presentando por el señor Jorge 
Luis Salas Arenas, Juez Titular Corte Suprema de Justicia de la República y 
Presidente de Sala Penal Especial; en uso de la iniciativa legislativa establecida 
en el artículo 107° de la Constitución Política del Perú, y en el artículo 21° del 
Texto Unico Ordenado de la Ley Orgánica del Poder Judicial. Para tal efecto, 
adjunto a fojas 6 (seis) la documentación presentada. 

Es propicia la ocasión para expres 
consideraci 
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VICTOR ROBERTO PR 

Presi 

timientos de mi especial 
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CONGRESO DE LA REPÚBLICA 

Lima, 21 de abril del 2022 

De conformidad con lo acordado por el Consejo 
Directivo en su sesión realizada el 11 de abril de 
2022, actualícese el proyecto de Ley N°3829/2018-
PJ asignándole el N°1793/2021-Pi 

h..e.4 .........../...... 
HUGO RÓVIRAZ'GAL 

Oficial Mayor 
CONGRESO DE LA REPUBUCA 



CON GR ESO 

REPÚBLICA 

CONGRESO DE LA REPÚBLICA 

Lima, 26 de abril de¡ 2022 

Según la consulta realizada, de conformidad con el 
Artículo 77° de¡ Reglamento de¡ Congreso de la 
República: pase la Proposición N°1793/2021-Pi 
para su estudio y dictamen, a la (s) Comisión (es) de: 
1. JUSTICIA Y DERECHOS HUMANOS. 
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Ref.: Oficio N° 025-2018-DPSA-1SPT/CSJ, cursado por el señor Juez Supremo 
titular Jorge Luis Salas Arenas, Presidente de la Sala Penal Especial. 

Lima, veintiuno de noviembre de dos mil dieciocho.- 

VISTO: 

El Oficio N° 025-2018-DPSA-1SPT/CSJ, cursado por el señor Juez Supremo titular 
Jorge Luis Salas Arenas, Presidente de la Sala Penal Especial. 

CONSIDERANDO: 

Primero. Que el señor Jorge Luis Salas Arenas, Juez titular de la Corte Suprema de 
Justicia de la República y Presidente de la Sala Penal Especial, remite el proyecto de 
iniciativa legislativa de reforma de los artículos 4 19.2° y  425.3° del nuevo Código 
Procesal Penal, en ejercicio del derecho reconocido en el artículo 107° de la 
Constitución Política del Perú, y en el artículo 21° del Texto Unico Ordenado de la 
Ley Orgánica del Poder Judicial; solicitando su remisión al Congreso de la República 
y al Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, para los fines consiguientes. 

Segundo. Que el artículo 107° de la Constitución Política del Perú establece que el 
Presidente de la República y los Congresistas tienen derecho de iniciativa en la 
formación de las leyes; precisando que tienen el mismo derecho en las materias que les 
son propias, entre otros, los demás poderes del Estado, y los ciudadanos que ejercen él 
derecho a iniciativa conforme a ley. 

Tercero. Que, de otro lado, el artículo 21° del Texto Único Ordenado de la Ley 
Orgánica del Poder Judicial establece la iniciativa legislativa de la Corte Suprema de 
Justicia de la República, en los asuntos que le son propios; estableciendo que los 
jueces por intermedio del Consejo Ejecutivo del Poder Judicial, dan cuenta al 
Congreso de la República y al Ministerio de Justicia, de los yacios y deficiencias 
legislativas que se encuentren en el ejercicio de sus funciones; así como de las 
contradicciones e incompatibilidades constitucionales, sin perjuicio de la iniciativa que 
sobre este propósito pueda asumir directamente el propio Consejo Ejecutivo del Poder 
Judicial o la Sala Plena de la Corte Suprema de Justicia de la República. 
El mencionado artículo, agrega que en el primer caso, el Organo de Gobierno da 
trámite al pedido del juez sin calificar su contenido, a menos que dicho Consejo o la 
Sala Plena del Supremo Tribunal lo haga suyo, con expresa mención del autor de la 
iniciativa; circunstancia que se advierte en la presente solicitud. 
En cuanto al segundo caso, el artículo 80° del mismo texto legal, modificado por la 
Ley N° 27465, en su numeral 7), señala como una de las atribuciones de la Sala Plena 
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CERTIFICO: QUE LA FOTOSTÁTICA DE LA VUELTA ES FIEL 
REPLICA Qe SU ORIGINAL CON EL QUE HA SIDO CONFRONTADA 
YA LA QUEME REMITO CONFORME A LEY. 

Lima, 

Secretario General 



del PPocIe c~/al 
1/Pág. 2, Oficio N° 025-2018-DPSA-1SPT/CSJ, cursado por el señor Juez 
Supremo titular Jorge Luis Salas Arenas, Presidente de la Sala Penal Especial. 

de la Corte Suprema de Justicia de la República el ejercicio del derecho a iniciativa 
legislativa; situación que no es materia de autos. 

Cuarto. Que, por lo tanto, es menester precisar que el proyecto de iniciativa legislativa 
presentado por el señor Jorge Luis Salas Arenas, Juez titular de la Corte Suprema de 
Justicia de la República y Presidente de la Sala Penal Especial, se encuentra 

7 enmarcado en lo establecido como primer caso en el artículo 210  del Texto Único 
Ordenado de la Ley Orgánica del Poder Judicial, conforme a lo expuesto en el 

( 
\

considerando precedente; por lo que, resulta procedente su remisión al Congreso de la 
República para su debida tramitación.  

Quinto. Que el proyecto de iniciativa legislativa de reforma del nuevo Código 
Procesal Penal tiene por objeto modificar la segunda parte del artículo 4 19.2°; así 
como la modificación del artículo 425.3° del Decreto Legislativo N° 957, nuevo 
Código Procesal Penal, instaurando la revisión de los fallos condenatorios del 
procesado absuelto por decisión pronunciada en Sala Superior Penal, generando 
instancia de apelación de condena. 

Sexto. Que, finalmente, conforme al artículo 110  del Reglamento de Organización y 
Funciones de la Corte Suprema de Justicia de la República, aprobado por Resolución 
Administrativa N° 277-20 1 1-CE-PJ, el Gabinete de Asesores de la Presidencia del 
Poder Judicial es el órgano que asesora en asuntos relacionados con la política 
jurisdiccional y a los procesos de reforma y fortalecimiento de la gestión pública 
organizacional a nivel nacional, para el optimo funcionamiento de este Poder del 
Estado. 
Asimismo, los incisos 9) y  10) del artículo 12° del mencionado reglamento señalan 
como una de las funciones del referido gabinete de asesores, coordinar con las 
instituciones púbicas las iniciativas legislativas relativas a la administración de 
justicia; así como coordinar y articular con el Poder Legislativo, los temas 
relacionados a las propuestas normativas que guardan relación con los intereses y 
objetivos del Poder Judicial. 
En tal sentido, por Resolución Administrativa N° 258-201 7-P-PJ del 15 de junio de 
2017, se precisó que el Coordinador Parlamentario del Poder Judicial será uno de los 
responsables de conducir las labores de coordinación interinstitucional y 
parlamentaria. Motivo por el cual, la tramitación del presente proyecto de ley, en 
ejercicio de la iniciativa legislativa conferida por la ley, debe ser materia de 
seguimiento por el Coordinador Parlamentario del Poder Judicial que se encuentre 
facultado a la fecha para tal encargo. 
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CERTIFICO; QUE LA FOTOSTÁTICA DE LA VUELTA ES FIEL 
RÉPLICA DE SL) ORIGINAL CON EL QUE HA SIDO CONFRONTADA 
Y A LA QUE ME REMITO CONFORME A LEY. 

Urna, 

lod 31 DIC. 2018 
,_•_• - 

, LS iCSA 
Secretario General 
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1/Pág. 3, Oficio N° 025-2018-DPSA-1SPT/CSJ, cursado por el señor Juez 
Supremo titular Jorge Luis Salas Arenas, Presidente de la Sala Penal Especial. 

Por estos fundamentos; en mérito al Acuerdo N° 767-2018 de la trigésimo tercera 
sesión del Consejo Ejecutivo del Poder Judicial de la fecha, adoptado con la 
intervención de los señores Prado Saldarriaga, Tello Gilardi, Lama More, Ruidías 
Farfán, Alegre Valdivia y Deur Morán; en uso de las atribuciones conferidas por el 
artículo 82° del Texto Unico Ordenado de la Ley Orgánica del Poder Judicial. Por 
unanimidad, 

SE RESUELVE: 

Remitir al Congreso de la República y al Ministerio de Justicia y Derechos Humanos el 
proyecto de iniciativa legislativa de reforma de los artículos 4 19.2° y  425.3° del Decreto 
Legislativo N° 957, nuevo Código Procesal Penal, presentado por el señor Jorge Luis 
Salas Arenas, Juez titular de la Corte Suprema de Justicia de la República y Presidente 
de la Sala Penal Especial, en uso de la iniciativa legislativa establecida en el artículo 
107° de la Constitución Política del Pert, y en el artículo 21° del Texto Unico 
Ordenado de la Ley Orgánica del Poder Judicial; cursándose los oficios 
correspondientes. Asimismo, comunicar al Coordinador Parlamentario del Poder 
Judicial designado para tal fin, a efectos que asuma la responsabilidad de conducir las 
labores de coordinación interinstitucional y parlamentaria correspondiente. 

Regístrese, comuníquese y cúmplase  

Dr. VÍCTOR ROBERTO PRADO SALDARRIAGA 
Presidente 

<: 

LUIS ALBERTO MERA CASAS 
Secretario General 

LAMC/Ijnr. 



CERTIFICO: QUE LA FOTOSTÁTICA DE LA VUELTA ES FIEL 
RÉPLICA DE SU ORIGINAL CON EL QUE HA SIDO CONFRONTADA 
YA LA QUEME REMITO CONFORME A LEY. 

Lima, 
31 DIC. 2018 

(T) LUIT ME 
Secretario General 



Corte Suprema de Justicia de &z 9Wúbfica 

Año del Dicilogo y la Reconciliación Nacional 

Lima, 25 de octubre de 2018 

OFICIO N.° 025-2018-DPSA.1SPT/CSJ 

Señor Doctor 

Don VÍCTOR ROBER PRADO SALDAR RIAGA 

PRESIDENTE DEL CONSEJO EJECUTIVO DEL PODER JUDICIAL 

Presente 

Me dirijo a usted haciéndole llegar el proyecto de iniciativa legislativa de 

reforma de los artículos 419.2 y  425.3 del Nuevo Código Procesal Penal en ejercicio del 

derecho reconocido en el artículo 107 de la Constitución Política del Perú1  y en el artículo 

21 del Texto Unico Ordenado de la Ley Orgánica del Poder Judicial2, solicitándole se sirva 

remitir tanto al Congreso de la República como al Ministerio de Justicia para los fines 

consiguientes. 

Sin otro particular, hago propicia la oportunidad para expresarle las 

deterencias propias de su alta investidura. 

Atentarriente, 
) 

- UL,  

4 Lns SALAS ARENAS 

/ FjRESIDENTE 
.LA 1ENAL ESPECIAL 

Artículo 107.. Iniciativa de ley 
"El Presidente de lo República y los congresistas tienen derecho o iniciativa en la formación de leyes. También 
tienen el mismo derecho en las materias que les son propias los otros poderes del Estado, las instituciones públicas 
autónomas, los Gobiernos Regionales. Gobernos Locales y los colegios profesionales. Asimismo lo tienen los 
ciudadanos que ejercen el derecho de iniciativo legislativa conforme o ley". 

Artículo 21.- Iniciativa legislativa de la Corte Supremo 
"La Corte Suprema tiene iniciativa legislativa en los asuntos que le son propios. los Magistrados por intermedio del 
Consejo Ejecutivo del Poder Judicial dan cuento al Congreso de la República y al Ministerio de Justicia de los 
vacíos y deficiencias legislativos que encuentren en el ejercicio de sus funciones, así cama de las contradicciones 
e incompatibilidades constitucionales, sin perjuicio de la iniciativa que sobre este propósito pueda asumir 
directamente el propio Consejo Ejecutivo del Poder Judicial o la Sola Plena de la Corte Suprema. En el primer 
caso, el Consejo Ejecutivo del Poder Judicial da trámite al pedido del Magistrado sin calificar su contenido, a 
menos que dicho Consejo o la Salo Pleno de lo Corte Supremo lo hago suyo con expresa mención del autor de 
la iniciativa". 

'Pa[acio de justicia -.4v. Paseo d &z kepúlCica s/,i, 40  'Ptso - Oficina W° 4 10 - '1( 4J0-J0104neo 11256 
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PROVECTO DE LEY QUE MODIFICA LOS ARTÍCULOS 419.2 Y 425.3 DEL NUEVO CÓDIGO PROCESAL 
PENAL, CREANDO EN LA INSTANCIA SUPERIOR PENAL UNA FUNCIÓN DE REVISIÓN DE MÉRITO 

EN CASO DE FALLO CONDENATORIO RESPECTO DE QUIEN FUE ABSUELTO EN PRIMERA 
INSTANCIA DE JUZGAMIENTO 

Jorge Luis Salas Arenas, Juez de la Corte Suprema, en ejercicio del derecho de iniciativa legislativa 

reconocida en el artículo 107 de la Constitución Política del Estado y el artículo 21 del Texto Único 
Ordenado de la Ley Orgánica del Poder Judicial, propone el siguiente Proyecto de Ley: 

Finalidad de la Ley 

El Proyecto tiene como objeto plantear la modificatoria de la segunda parte del artículo 419.2; 

y la modificación del artículo 425.3 del Decreto Legislativo N 957 Nuevo Código Procesal 

Penal, instaurando la revisión de los faHos condenatorios del procesado absuelto por 

decisión pronunciada en Sala Superior Penal, generando instancia de apelación de 
condena. 

1. EXPOSICIÓN DE MOTIVOS DEL PROYECTO DE LEY SOBRE LA CONDENA DEL ABSUELTO 

1.1 ANTECEDENTES 

El Decreto Legislativo 957 (Código Procesal Penal) señala en los artículos 410.2 y  425.3. b. 

que el juez de segunda instancia puede emitir una sentencia condenatoria incluso si es 

que en primera instancia se absolvió al procesado. Sin embargo, en el Código de 

Procedimientos Penales de 1940 aún vigente para los procesos en liquidación no se 

permite condenar a quien ha sido absuelto en primera instancia, debido a que en el 
segundo párrafo del artículo 301 se establece que "en caso d' sentencia absolutr"ia solo 
puede declarar la nulidad y ordenar nueva instru.ción o nuevo juicio oral". 

Con la entrada en vigencia del Código Procesal Penal, se puede presentar hasta cuatro 

opiniones o hipótesis respecto a la revisión de condena: 

Si el acusado de una conducta delictiva fuera condenado por el Juez Unipersonal o el 

Juzgado Colegiado, la impugnación de la condena a su pedido puede generar en la 

segunda sentencia la absolución o la confirmación de la condena; nunca el incremento - 

non reformatio in pelus-.1  

Si el acusado de una conducta delictiva fuera condenado por el Juez Unipersonal o el 

Juzgado Colegiado, la impugnación de la condena a pedido del Ministerio Público puede 

generar en segunda instancia la confirmación de la condena o la variación del castigo, 

incluso incrementándolo —reformatio in peius-. 

En ambos casos la condena emitida por un tribunal había sido conocida por otro tribunal y 

finalmente el procesado habría tenido dos instancias de debate y de mérito, cualquiera que fuera 

e resultado. 

1  El autor del proyecto publicó el libro "Conde al absuelto, Reformatio In Peius Cualitativa" (2011) sobre la 

materia. 
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En el supuestc de que el acusado de una conducta delictiva fuera absuelto por el Juez 

Unipersonal o el Juzgado Colegiado y la apelación se formulara por el Ministerio Público, 

la confirmación de la decisión de absolución no generaba problema de vulieración al 

derecho de revisión por cuanto la determinación fue sometida a doble instarcia de 

debate. 

Si el acusado de una conducta delictiva fuera absuelto por el Juez Unipersonal o el 

Juzgado Colegiado y la apelación se formulara por el Ministerio Público, de no 

confirmarse por el órgano superior, hoy es legalmente factible expedir decisión superior 

de condena con arreglo a a segunda parte del artículo 419 y  el artículo 425.3 a& Nuevo 

Código Procesal Penal. 

En este último supuesto es que se produce por primera vez decisión de condena pero emitida en 

la segunda instancia. Surge el problema de afectación al derecho fundamental de acceso a la 

pluralidad de instancias, debido a que esa condena, producto de un juicio de apelación, no puede 

ser cuestionada en una instancia de mérito, por lo que la única vía para poder impLgnar la 
decisión del ad quem de condena seria el recurso de casación, que no es ordinario sino 

extraordinario. 

Desde la entrada en vigencia del Código Procesal (2004), se estableció esa posibi dad de 

condenar a quien había sido absuelto en primera instancia. Esta innovación coli;ion con el 

derecho de revisión en instancia de mérito e igualdad ante la ley, lo cual generó discusiones 

teóricas a escala nacional, como la desarrollada con motivo del VI Pleno Jurisdiccional Penal de la 

Corte Suprema, realizado en diciembre de! año 2010; siendo la condena al absuelto el único tema 

del debate en ese cóclave judicial que no llegó a decisión (los otros siete sí merecieron acuerdo), 

debido a que no lo que originó sentencias contradictorias con relación a la materia; así: 

En el expediante 2008-12172-15 de la Corte Superior de Arequipa, se inapticó el inciso 

tres, del artículo 425 del NCPP bajo el argumento de que se podía afectar el derecho a la 

pluralidad de instancias previsto en el inciso 6, del artículo 139 de la Constitucion Política 
del Perú y las normas de protección internacional de los Derechos Humanos establecidos 

en los artículos diez y once de la Declaración Universal de Derechos Humanos; el artículo 

cuatro, catorce y quinde del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; el inciso 

dos, del artículo ocho de la Convención Interamericana de Derecho Humanos). 

En el expediente 2008-01403-87-1308— JR—PE-1, se revocó la sentencia absolu.oria y se 

dictó sentercia de condena. 

En la Casación 454-2014- Arequipa del veinte de octubre de dos mil quince (planeado por 

el interesado por la causa excepcional de desarrollo de doctrina jurisprudencial respecto 

al contenido del literal b, inciso tres, del artículo cuatrocientos veinticinco del Código 

Procesal Penal), se estableció por la Sala Penal Permanente de la Corte Suprema como 

doctrina jurisprudencial que no se puede condenar al absuelto: 

"Con lo anterior expuesto, se concluye que si bien esta Sala Suprema tiene ma yo jerarquía 

y rango que la Sala Penal de Apelaciones, siendo por tal razón un órgano judicial distinto; 

sin embargo, esta máxima instancia judicial no tiene competencia paro poaer realizar una 

2  http://historico.pj.gob.pe/noticias/noticias.asp?codigo=18153&opcion=detalle  
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revisión integral, independientemente de la denominación que se le pueda dar al recurso, 
ya que en su competencia resolutiva está limitada producto de la interposición y 
fundamentación del recurso extraordinario de la casación penal, no siendo este último 
recurso uno de carácter eficaz para el caso en concreto por limitarse al análisis de los 
aspectos formales y legales de la sentencia expedida, esto es, de control de 
constitucionalidad y legalidad, así como de unificación jurisprudencial". (Fundamento 
jurídico cuatro punto quince). 

"Asimismo, en e/fundamento jurídico dieciséis se señaló que "bajo la líneo jurisprudencial 
anotada y con el objeto de garantizar el derecho a impugnar e/fa//o —toda vez que con ello 
se protege el derecho de defensa en la medida que otorga la posibilidad de interponer un 
recurso para evitar que quede firme una decisión adoptada en un procedimiento vicíado-, 
corresponde anular elfo/lo condenatoria dictado en primera y segunda instancia para que 
si en un nuevo juicio se le encontrara culpable del delito imputado, tenga la posibilidad de 
impugnar la sentencia condenatoria por medio de un recurso de apelación". (Fundamento 
jurídico cuatro punto dieciséis). 

Pese a lo establecido como doctrina vinculante por la Corte Suprema, el literal b, inciso tres, del 
artículo 425 del Código no ha sido modificado, por lo que conformidad con lo establecido en el 
artículo 14 de la Ley Orgánica del Poder Judicial se entiende que corresponde aplicar control 
difuso; sin embargo, si las sentencias anulatorias fueran impugnadas se deben elevar en consulta 
la decisión a la Sala Constitucional y Social de la Corte Suprema y, de ser desaprobadas las 
consultas, se anularía a su vez las decisiones emitidas en aplicación del control difuso. 

Asimismo, en el fundamento décimo segundo, de la Casación 542-2014- Tacna de la Sala Penal 
Permanente de la Corte Suprema, se señaló que: 

"nos encontramos ante una sentencia de vista que revoca la sentencia absolutoria de 
primera instancia condenando al absuelto, donde este no cuenta con un recurso con las 
cualidades necesarias para garantizar su derecho a impugnar ese fallo condenatoria y 
tampoco existe una sala especializada que actúe como revisor de la sentencia 
condenatoria de segunda instancia; por tanto, ante la ausencia de un presupuesto 
procesal de existencia y rebatidos los fundamentos de la primera sentencia, correponde 
la anulación de todo e/proceso hasta e/inicio de/juicio oral de primera instancia, de modo 
tal que, si el procesado es encontrado responsable de/ilícito penal que se le imputo, esa 
sentencia condenatoria pueda ser revisada por una Sala Superior con facultades amplias 
de control mediante el recurso de apelación, respetando de esta manera la garantía 
constitucional de carácter procesal del derecho a recurrir que le asiste a todo condenado." 

Finalmente, en el fundamento cinco punto veintiséis, de la Casación 385-2013-San Martín de la 
Sala Penal Permanente de la Corte Suprema, se estableció que "este Supremo Tribunal considera 
necesario se convoque al Consejo Ejecutivo del Poder Judicial a fin de que conforme a la 
atribución conferida en el numeral veinticuatro del artículo ochenta de citada norma, habilite 
Salas revisaras en cada distrito judicial, para que en salvaguarda de los principios de celeridad y 
economía procesal pueda realizar el juicio de hecho y de derecho en la condena dictada en 
segunda instancia, contra una persona que previamente fue absuelta". 

or ese motivo, se conformó una comisión en la Corte Suprema que debía encargarse de 
mplementar y habilitar Salas revisaras en cada distrito judicial; sin embargo, no hubo acuerdo en 
a comisión respecto al tema controvertido. 
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El órgano competente del control concentrado del ordenamiento jurídico es el Tíbunal 

Constitucional. En tal sentido, en el expediente 861.2013-PHC/TC, caso "Quijandría Elías", del 

veintitrés de enero de dos mil dieciocho, se señaló que "no es la primera vez en que se ha 

cuestionado la inconstitucionalidad de la imposibilidad del imputado absuelto de impugnar un 

fallo condenatorio en segunda instancia". Asimismo, se expresó que "corresponde al Congreso de 

la República habilitar un medio impugnatorio adecuado y eficaz que permita una revisión amplia e 

integral del fallo condenatorio del absuelto" y se concluyó en que resulta necesario que se 

implementen reformas necesarias para evitar la vulneración de derechos fundamentales. 

2. PROBLEMÁTICA QUE SE PRETENDE SUPERAR 

En base a lo expuesto, es necesario desarrollar lo sentado tanto en la sentencia casatoria 454-

2014 de la Corte Suprema como en la ejecutoría pronunciada en la causa 861-2015-PHCITC del 

Tribunal Constitucional. 

En la Administración de Justicia Penal se han establecido distintos niveles jerárquicos y es a 

través de ellos que otorgase mayores garantías al procesado para ejercer el derecho fundamental 

a la defensa. 

El derecho a la pluralidad de instancias es una garantía esencial del debido proceso. Se establece 

que lo decidido por un juez A Quo pueda ser revisado por un órgano funcionalmente superior', 

por lo que se permitirá que lo resuelto pueda ser objeto de un doble análisis y 

pronunciamiento jurisdiccional sin que ello suponga ningún nivel de subordinación o 

dependencia de las instancias inferiores respecto de las superiores, debido a que todos los 

jueces y tribunales son independientes en el ejercicio de la función jurisdiccional. 

La pluraHdad de instancias no significa únicamente que el fallo sea analizado por un tribunal 

de grado superior, sin importar la naturaleza sustantiva y adjetiva que conll?ve tal 

procedimiento en dicha instancia "Apelación- Casación"5. 

Así, este principio de la función jurisdiccional debe interpretarse a la luz de lo establecido en 

la Cuarta Disposición Final y Transitoria de la Constitución Política del Perü, en concordancia 

con el artículo 55 del mismo cuerpo legislativo. 

El artículo 16 del Nuevo Código Procesal Penal indica que la potestad jurisdiccional del Estado en rnateria 

penal se ejerce por: 
La Sala Penal de la Corte Suprema. 

las Salas Penales de las Cortes Superiores. 

Los Juzgados Penales constituidos en órganos colegiados o unipersonales, según la competencia que le 
asigna la ley. 

Los Juzgados de Investigación Preparatoria 

S. Los Juzgados de Paz Letrado, con las excepciones previstas por la Ley para los Juzgados de Paz. 

No siempre será superior; asi el caso del artículo 450.7 del NCPP para los procesados aforados. 

De la interpretación del artículo 139 inciso 6 dela Constitución Política del Perú, preliminarmenre se debe 

entender que el procecimiento casatorio no constituye instancia de apelación, dada SL naturaleza 

extraordinaria, doctrinaria y normativamente desarrollada. 
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El artículo 14.5 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y el literal h, inciso dos, 
artículo 8 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos`, establecen de forma 

teleológica que el condenado tiene derecho a un doble examen y a una doble revisión de la 

condena, así como el derecho a impugnar, cuya configuración y ejercicio no se presenta 

únicamente como medio impugnatorio. En consecuencia, la casación no es un medio óptimo para 

revisar la condena del absuelto, debido a que en este se discuten cuestiones de derecho y de 
naturaleza extraordinaria 7. 

Por lo tanto, es el recurso de apelación el medio y la vía que permite acceder a la pluralidad de 

instancias a aquel que ha sido condenado cuando previamente fue absuelto en primera instancia. 

La exigencia de un recurso ordinario de impugnación ha sido reconocida en los pronunciamientos 

de la Corte Interamericana de Derechos Humanos. En el caso Herrera Ulloa vs. Costa Rica8  se 
consideró insuficiente que se autorice únicamente contra la sentencia de instancia el recurso de 

casación y no el de apelación, por constituir un recurso que otorga mayores garantías a las partes. 

Asimismo, la Corte IDH estableció en el caso Mohamed vs Argentina que "( ... ) el sistema procesal 

/ 
penal argentino que fue aplicado al señor Mohamed no garantizó normativamente un recurso 

/ ordinario, accesible y eficaz que permitiera un examen de la sentencia condenatoria contra el 

señor Mohamed, en los términos del artículo 8.2.h de la Convención Americana, y también ha 

constatado que el recurso extraordinario federal y el recurso de queja, en tanto salvaguarda de 

acceso al primero, no constituyeron en el caso concreto recursos eficaces para garantizar dicho 

derecho" (Fundamento jurídico 112)• 

En consecuencia, de lo afirmado por la Corte Interamericana de Derechos Humanos, se 

desprende inequívocamente que debe existir la previsión de un trámite procesal quepermita que 

la sentencia contra el precedentemente absuelto mediante la que se le condena, emitida por 

la Sala Superior Penal- Sala de Apelaciones- sea sometida a una reevaluación con 

probabilidad de actuación, debate y evaluación probatoria. 

En el sistema penal peruano se ha establecidoel modelo mixto deapelación, con tendenciaal 

sistema limitado. Por ello, cuando se impugna el fallo producto del juicio de culpabilidad, 

se instaura una nueva audiencia de apelación. En consecuencia, "un sistema de recursos 

que pretendaserconsistente con lasgarantías básicasdebe construirse a partir de reconocer 

al juicio oral como elemento fundamental del sistema procesal penal cuya integridad y 

centralidad debe ser protegida. Si con el propósito de asentar la garantía del derecho a 

6  El artículo 8) sobre Garantías Judiciales señala que: 2) Toda persona inculpada de delito tiene derecho a 

que se presuma su inocencia mientras no se establezca legalmente su culpabilidad. Durante el proceso, toda 

persona tiene derecho, en plena igualdad, a las siguientes garantías mínimas, y establece el: h) derecho de 

recurrir del fallo ante juez o tribunal superior. 

El Hard Law' fundamental no se refiere a la doble instancia de atención al proceso sino a la doble 

discusión de la decisión de condena. 

8  http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/Articulos/seriec_107  esp. pdf 

http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_255_esp.pdf  
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recurrir, se priva de sentido al juicio oral, se produce una desvaloración del debido 

proceso' 10 . 

El recurso de casación (artículo 427 del Nuevo Código Procesal Penali cuya conforrnacbn es la 

de un mecanismo tasado y extraordinario, se encuentra previsto esencialmente como una 

herramienta de control de la constitucionalidad y legalidad, así como de uniicación 

jurisprudencial. 

Se debe tener en cuenta que la casación en la Instancia Suprema solo se produce por causas 

establecidas en el artículo 429 del Código Procesal Penal11, siendo este el motivo de su naturaleza 

extraordinaria12. Por esa razón, la denegatoria del recurso de casación planteado ante la 

Corte Suprema se resuelve sin la realización de un juicio de mérito previo y, en caso del 

condenado absuelto, no obtendría una decisión de mérito, lo cual genera la afectación al 

derecho de igualdad` y a la pluralidad de instancias. 

Entonces, el proceso casatorio no es una instancia de mérito, debido a que en el 
supuesto que elAd Quem -con actuación probatoria mínima y limitada- condene a quien fue 

absuelto por el tribunal A Quo -con actuación probatoria plena- se configuraría la 

inconstitucionalidad expresada por el supremo intérprete de la Constitución, toda vez que el 

eventual pronunciamiento de la Corte Suprema carecerá de actividad probatoria de sLlstento. 

En conclusión, tanto el inciso dos, del artículo 419, como el literal b, inciso tres, del artículo 

425 del Código Procesal Penal, en cuanto se refieren a la condena al absuelto, contravienen 

varias normas fundamentales: el articulo once de la Declaración Universal de Drechos 

Humanos, el literal h, inciso dos, del artículo ocho de la Ccnvención Americana sobre 

Derechos Humanos y, fundamentalmente, el inciso cinco del artículo del Pacto Internacional 

de Derechos Civiles y Políticos. Ello, "debido a que la casación no es un recurso eficaz que 

permita un análisis integral del fallo condenatorio de segunda instancia, sino que, por el 

contrario, circunscribe su ámbito de competencia a una revisión de puro derecho de la 

'° Cfr. http://www.sisternasiudiciales.or/content/jucl/archivos/notaarchivqJ5ipir  Consultado el 

18/09/18. Pg. 9. 

11  En el artículo 429 se señala como causas para interponer recurso de casación:1) Si la sentencia o auto han 

sido expedidos con inobservancia de alguna delas garantías constitucionales de carácter procesal o material, 

o con una indebida o errónea aplicación de dichas garantías. 2) Si la sentencia o auto incurre o deriva de una 

inobservancia de las normas legales de carácter procesal sancionadas con la nulidad. 3) Si la sentencia o 

auto importa una indebida aplicación, una errónea interpretación o una falta de aplicación dela Ley penal o 

de otras normas jurídic;35 necesarias para su aplicación. 4) Si la sentencia o auto ha sido expedido con falta o 

manifiesta ilogicidad de la motivación, cuando el vicio resulte de su propio tenor. 5) Si la sentencia o auto se 

aparta de la doctrina jurisprudencial establecida por la Corte Suprema o, en su caso, por el Tribunal 

Constitucional. 

12  Su fundamento está en el lus constitutionis y no en el ius litigatoris (que es propio de las impugnrciones 

ordinarias) 

13  El derecho a la igualdad como principio, es uno de los pilares del orden constitucional que permite la 

convivencia armónica en sociedad. Por su parte, la igualdad, en tanto derecho, implica una exigencia 

individualizable que ca1a persona puede oponer frente al Estado para que éste lo respete, proteja o tutele 

Cf-. Exp. 0606-2004-AA, del 28 de junio del 2004, 52, Fi. 9. 
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sentencia recurrida'4". En consecuencia, se afecta el contenido constitucionalmente 

protegido del derecho a la pluralidad de instancia, debido a que la Corte Suprema no actúa 
como órgano superior de revisión de la primera sentencia condenatoria15. 

Con la finalidad de evitar la vulneración de los derechos del sentenciado, se propone la 

creación de la función de revisión (apelación) de la condena del absuelto habilitando a los 

Jueces Superiores que conformen otra la Sala Superior Peral o en su defecto una Sala Superior 

Mixta o Civil, observando las reglas específicas para conceder la apelación, quedando expedita 

la posibilidad de ejercer el recurso de casación para ser interpuesto cuando así 

razonablemente lo determinen los intereses de los sujetos procesales, luego de agotada la 
revisión de condena. 

Es de anotar que no se requiere efectuar modificaciones en la Ley Orgánica del Poder Judicial 
en virtud a que el artículo 41,5 de dicho cuerpo normativo establece dentro de las 
competencias de las Salas Superiores Penales una concepción numerus apertus al señalar 
que: "Las Salas Penales conocen: ( ... ) S. De los demás asuntos que correspondan conforme a 
ley', por lo que la propuesta planteada habilita la inserción de un supuesto de competencia 

'1 adicional. 

3. ANALISIS COSTO- BENEFICIO 

La presente iniciativa legislativa no irrogará gasto extraordinario para el Estado ya que incide 

en forma directa sobre la modificación del artículo 419.2 y  del artículo 425.3.b del Decreto 

Legislativo N° 957 Nuevo Código Procesal Penal, sin generar nuevos órganos jurisdiccionales 

superiores ni sobrecargando a la instancia suprema penal, sino otorgando mayores 

competencias a los órganos judiciales superiores existentes dentro de la Ley Orgánica del 

Poder Judicial y dando viabilidad al cumplimiento de los mandatos de la jurisdicción 

internacional de los derechos humanos, evitando eventuales pronunciamientos de 

responsabilidad estatal por violación de los derechos fundamentales involucrados tanto por 

la Comisión Interamericana de Derechos Humanos como por la Corte Interamericana de 

Derechos Humanos. 

El beneficio social, político y jurídico es importante y trascendental, puesto que se garantiza el 

respeto a las garantías judiciales inherentes a los derechos humanos, fortaleciendo el Estado 

de Derecho y la plena efectividad del nuevo modelo procesal implementado; en consecuencia, 

se reforzará la seguridad jurídica para el desarrollo ordenado y uniforme de nuestro sistema 

jurídico acorde con las decisiones de tribunales supranacionales que la Constitución vigente 

reconoce. 

El Parlamento Nacional debe atender la exhortación del Tribunal Constitucional para habilitar 

el medio impugnatorio adecuado y eficaz para la revisión amplia e integral del fallo 

condenatorio del absuelto sin vulnerar sus derechos fundamentales. 

14  Fundamento jurídico diecinueve. Exp. 0862-2013-PHC/TC, caso "Quijandria Elías". 

" Fundamento jurídico diecinueve. Exp. 08622013-PHC/TC, caso "Quijandria Elías". 

7 

o' 

lb 



offi- Ni 

El derecho a la impugnación y revisión del fallo absolutorio en segunda instania serán 

respetados y se evitará recurrir al mecanismo de control constitucional difuso, lo cual 

posterga la solución de las causas y genera un incremento de carga procesal y costo al 

sistema de justicia. 

4. TEXTO DEL PROYECTO DE LEY 
Proyecto de ley que propone la modificación de los artículos 419.2 y 425.3 del Decreto 
Legislativo 957 (Código Procesal Penal). 

LEY QUE MODIFICA LOS ARTICULOS 4192 y 4253 DEL DECRETO LEGISLATIVO 957 (CÓDIGO 
PROCESAL PENAL) 

ArtÇculoi Mofícase la segunda parte del inciso2 del artículo 419del Nuevo Código Procesal 

Penal, con el siguiente texto: 

2, (...) En este último caso, tratándose de sentencias absolutorias podrá dictar sentencia 
condenatoria, fallo que podrá ser revisado en apelación por la Sala Superior Penal llamada por 
ley. 

Articulo 2: Integrase el literal ç en el inciso 3, del artículo 425 del Nuevo Código Procesal 
Penal, con elsiguientetexto: 

3. La sentencia de segunda instancia, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 409, puede: 

L.) 

c) Cuando la Sala Penal Superior de Apelaciones revoque la sentencia absolutoria de primera 
instancia y se prodt.ca  la reforma en sentido condenatorio, a la que se refiere el párrafo arterior, 

quedará haIitada una instancia de revisión para que el condenado, pueda ejercer su derecho a 
impugnar. 

Dicha instanda de revisión se efectuará por otra Sala Superior según prevé la Ley Orgánica del Poder 

Judicial que conocerá del recurso de apelación del condenado bajo las reglas del Libro Quinto, 
Sección II, Título III, de este Código, es decir, por una Sala Superior Penal de Apelacones o en 

su defecto, una Sala Penal Liquidadora o una Sala Mixta o de otra especialidad según el 
turno. 

DISPOSICIONES FINALES COMPLEMENTARIAS FINALES Y DEROGATORIAS 

PRIMERA: Vigencia de la Ley. 

1--~ 



La presente Ley entra en vigencia al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial "El 
Peruano". 

SEGUNDA: Adicionándose a las Salas Superiores, según el caso, la función extraordinaria de 

apelación de las sentencias de condena a los absueltos en instancia de apelación. 

Se dispone que la función de apelación de las sentencias que condenan a los absueltos 

expedidas, con arreglo al artículo 425.3 de¡ Decreto Legislativo N° 957 Nuevo Código Procesal 

Penal corresponderá a una Sala Superior Penal o Mixta, según sea el caso. 

En los casos en que exista más de una Sala de Apelaciones la Sala Superior será la que se halle 

de turno. En los casos que exista únicamente una Sala de Apelaciones la Sala Penal Superior 

será la de Liquidación de Turno o en su defecto la Sala Civil o Especializada Mixta 

correspondiente. 

TERCERA: Intervención Fiscal Superior en la revisión de la condena al absuelto. 

Teniendo en cuenta la calidad de parte procesal que ostenta el Ministerio Público, la 

Presidencia de la Junta de Fiscales Superiores designará a la Fiscalía Superior Penal que 

intervendrá ante la Sala Superior Penal Revisora de la condena al absuelto, pudiendo ser la 

misma que intervino en el proceso en que se decidió condenar al absuelto. 

CUARTA: Derogatoria 

Deróguense las Disposiciones legales que se opongan a la presente ley. 

Comuníquese al Señor Presidente de la República para su promulgación. 

Lima, Octubre de 2018 

.'JlS 3ALAS ARJ4AS 
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Señora Doctora 
MARÍA DEL CARMEN ALVA PRIETO 
Presidenta del Congreso de la República 
Presente. — 

Munto: Resolución Corrida N° 00001 7-2022-CE-PJ.- 

De mi consideración: 

Tengo el agrado de dirigirme a usted, a fin de expresarle mis saludos, y a la vez remitir la 
Resolución Corrida N° 000017-2022-CE-PJ, expedida por el Consejo Ejecutivo del Poder 
Judicial, por la cual se solicita al Congreso de la República se proceda a desarchivar el 
Proyecto de Ley N° 3829/2018-PJ, que contiene el proyecto de iniciativa legislativa de 
reforma de los artículos 419.2° y  425.3° del Decreto Legislativo N° 957, Nuevo Código 
Procesal Penal, presentado por el señor Jorge Luis Salas Arenas, Juez titular de la Corte 
Suprema de Justicia de la República; en uso de la iniciativa legislativa establecida en el 
artículo 107° de la Constitución Política del Perú, y en el articulo 21° del Texto Unico 
Ordenado de la Ley Orgánica del Poder Judicial. 

En tal sentido, solicito a su despacho continuar con el trámite de la referida iniciativa 
legislativa. 

Sin otro particular, hago propicia la oportunidad, para reiterar a usted los sentimientos de 
mi mayor consideración. 

Atentamente, 

Documento firmado digitalmente 

ELVIA BARRIOS ALVARADO 
Presidenta del Consejo Ejecutivo 

EBMibm 

PJPJ Firma 
pjpj Digital 

MERA 
CASAS Un Aa.mp rAu 
2015$01216 .odl 

amo 

PJPJPJPJPJPJPJPJPJP1PJPJPIPJPJPJPJPJPJPJPJIJPJPJPJPJWPJPJPJPJPJJPJJPJPIIIPJPJflI ÇJj3 
Esta es una capia auténtica lis un documento electrónico archvadc en el Poder Judicial del Perú. Su autenticidad 

1 1 e kltegriad pueden ser contrastadas en: M /Nerfre.pJ.b.pWdxgd CÓDIGO: 270231 CLAVE: XPG365 
1 OFICIO N° 000014-2022-P-CE Pggina 1 de l 



1_ 

CONSEJO DIRECTIVO DEL 
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JAER LES ILLMANN 
Director Ge raI Parlamentario 
CONGRES DE LA REPÚBLICA 
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RESOLUCION CORRIDA N° 000017-2022-CE-PJ 

Referencia: Proveído Pl° 007572-2021-SG-CS-PJ de la Secretaría General de la 
Corte Suprema de Justicia de la República. 

ÁI.1L. 

El Proveido N° 007572-2021-SG-CS-PJ de la Secretaría General de la Corte Suprema 
de Justicia de la Repúb1ica. 

CONSIDERANDO: 

Primero. Que el Consejo Ejecutivo del Poder Judicial mediante resolución de fecha 21 
de noviembre de 2018 dispuso remitir al Congreso de la República y al Ministerio de 
Justicia y Derechos Humanos el proyecto de iniciativa legislativa de reforma de los 
artículos 419.2° y 425.3° del Decreto Legislativo N° 957, nuevo Código Procesal Penal, 
presentado por el señor Jorge Luis Salas Arenas, Juez titular de la Corte Suprema de 
Justicia de la Republica y Presidente de la Sala Penal Especial, en uso de la iniciativa 
legislativa establecida en el artículo 107° de la Constitución Politica del Perú, y en el 
articulo 21° del Téxto Unico Ordenado de la Ley Orgánica del Poder Judicial; 
cursándose tos oficios correspondientes. Asimismo, que el Coordinador Parlamentario 
del Poder Judicial designado para tal fin, asuma la responsabilidad de conducir las 
labores de coordinación interinstitucional y parlamentaria correspondiente. 

La referida iniciativa legislativa se remitió al Congreso de la República mediante Oficio 
N° 15741-2018-CE-PJ. 

Segundo. Que la Secretaría General de la Corte Suprema de Justicia de la República 
remite el Oficio N° 748-2021-P-JNE, cursado por el señor Jorge Luis Salas Arenas, Juez 
Supremo titular y Presidente del Jurado Nacional de Elecciones, quien solicita que se 
requiera al Congreso de la República el desarchivamiento del Proyecto de Ley N° 
3829/2018-PJ, que habría quedado pendiente de debate por fenecimiento del periodo 
congresal; la cual se da cuenta en la fecha. 

Tercero. Que mediante Acuerdo N° 1682-2021 de fecha 29 de diciembre de 2021, el 
Consejo Ejecutivo del Poder Judicial, dispuso que se dé cuenta la referida 
documentación con sus antecedentes; la cual se presenta en sesión de la fecha. 

En consecuencia; en mérito al Acuerdo N° 030-2022 de la primera sesión del Consejo 
Ejecutivo del Poder Judicial, de fecha 12 de enero de 2022, realizada con la 
participación de tos señores y señoras Barrios Alvarado, Lama More, Arias Lazarte, 
Alvarez Trujillo, Medina Jiménez y Espinoza Santillán; en uso de las atribuciones 
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CERTIO QUE LA FOTOSTÁTICA DE LAVUELTAESFEL 
REPLiCA OE SU ORGNPiL CON EL QUE HA SIDO CONFRONTADA 
Y 4 A QUE ME REMITO CONFORME A LEY. 

Lima 

21 FER, 2022 

LUtS ALERTO MERA CASAS 
Secretario General 
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Consejo Ejecutivo 

conferidas por el articulo 820  del Texto Único Ordenado de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial. Por unanimidad, 

SE RESUELVE: 

Solicitar al Congreso de la República se proceda a desarchivar el Proyecto de Ley N° 
38291201 8-PJ, que contiene el proyecto de iniciativa legislativa de reforma de los 
artículos 419.2° y 425.3° del Decreto Legislativo N° 957, nuevo Código Procesal Penal, 
presentado por el señor Jorge Luis Salas Arenas, Juez titular de la Corte Suprema de 
Justicia de la Republica; en uso de la iniciativa legislativa establecida en el artículo 107° 
de la Constitución Política del Perú, y en el artIculo 21° del Texto Unico Ordenado de la 
Ley Orgánica del Poder Judicial; cursándose el oficio correspondiente. 

Regístrese, comuniquese y cúmplase. 

Documento firmado digitalmente 

ELVIA BARRIOS ALVARADO 
Presidenta 

Consejo Ejecutivo 
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CERTFtCO QUE LA FOTOSTÁTICA DE LA VUELTA ES FIEL 
RÉPUCA DE SU ORIGINAL CON EL QUE HASIDO CONFRONTADA 
YA LA QUE ME REMITO CONFORME A LEY 

Unia, 

LUIS AL3ETO MERA CASAS 
Secretario General 
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Ref.: Oficio N° 025-2018-DPSA-1SPTICSJ, cursado por el señor Juez Supremo titular Jorge Luis Salas Arenas, Presidente de la Sala Penal Especial. 

Lima, veintiuno de noviembre de dos mil dieciocho.- 

VISTO: 

El Oficio N° 025-2018-DPSA-ISPTCSJ, cursado por el seflor Juez Supremo titular Jorge Luis Salas Arenas, Presidente de la Sala Penal Especial. 

CONSIDERANDO: 

/11/7Primero. Que el señor Jorge Luis Salas Arenas, Juez titular de la Corte Suprema de Justicia de la República y Presidente de la Sala Penal Especial, remite el proyecto de 
iniciativa legislativa de ref*rma de los artículos 419420  y 425.3° del nuevo Código Procesal Penal, en ejercicio del derecho reconocido en el artículo 107° de la 
Constitución Poiltica del Perú, y en el artículo 21° del Texto Línico Ordenado de la Ley Orgánica del Poder Judicial; solicitando su remisión al Congreso de la República 
y al Ministerio de Justicia y Dcrechos Uumanos, para los fines consiguientes. 

Segundo. Que el artículo 1070  de la Constitución Política del Perú establece que el 
Presidente de la República y los Congresistas tienen derecho de iniciativa en la 
formación de las leyes; precisando que tienen el mismo derecho en las materias que les 
son propias, entre otros, los demás poderes del Estado, y los ciudadanos que ejercen el 
derecho a iniciativa conforme a ley. 

Tercero. Que, de otro lado, el artIcu(o 210  del Texto Único Ordenado de la Ley 
Orgánica del Poder Judicial establece la iniciativa legislativa de la Corte Suprema de 
Justicia de la República, en los asuntos que le son propios; estableciendo que los 
jueces por intermedio del Consejo Ejecutivo del Poder Judicial, dan cuenta al 
Congreso de la República y al Ministerio de Justicia, de los yacios y defIciencias 
Legislativas que se encuentren en el ejercicio de sus funciones; así como de las 
contradicciones e incompatibilidades constitucionales, sin perjuicio de la iniciativa que 
sobre este propósito pueda asumir directamente el propio Consejo Ejecutivo del Poder 
Judicial o la Sala Plena de la Corte Suprema de Justicia de la República. 
El mencionado artículo, agrega que en el primer caso, el Organo de Gobienw da 
trámite al pedido del juez sin calificar su contenido, a menos que dicho Consejo o la 
Sala Plena del Supremo Tribunal lo haga suyo, con expresa mención del autor de la 
iniciativa; circunstancia que se advierte en la presente solicitud. 
En cuanto al segundo caso, el articulo 80° del mismo texto legal, modificado por la 
Ley N° 27465, en su numeral 7), seflala como una de las atribuciones de la Sala Plena 
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1/Pág. 2, Oficio N° 025-2018-DPSA-18PT1CsJ, cursado por el seüor Juez Supremo titular Jorge Luis Salas Arenas, Presidente de la Sala Penal Eseeial. 
de la Corte Suprema de Justicia de la República el ejercicio del derecho a iniciativa legislativa; situación que no es materia de autos. 

Cuarto. Que, por lo tanto, es menester precisar que el proyecto de iniciativa legislativa PresentadO por el señor Jorge Luis Sales Arenas, Juez titular de la Corte Suprema de Justicia de la República y Presidente de la Sala Penal Especial, se encuentra enmarcado en lo establecido como primer caso en el artículo 210  del Texto Único ( Ordenado de la Ley Orgánica del Poder Judicial, conforme a lo expuesto en el considerando precedente; por lo que resulta procedente su remisión al Congreso de la República para su debida tramitación. 

Quinto. Que el proyecto de iniciativa legislativa de reforma del nuevo Código Procesal Penal tiene por objeto modificar la segunda parte del artículo 419.21; así como la modificación del artículo 425.311  del Decreto Legislativo N° 957, nuevo Código Procesal Penal, instaurando la revisión de los fallos condenatorios del procesado absuelto por decisión pronunciada en Sala Superior Penal, generando instancia de apelación de condena. 

Sexto. Que, finalmente, con forme el artículo 110  del Reglamento de Organización y Funciones de la Corte Suprema de Justicia de la República, aprobado por Resolución Administrativa N° 277-201lCE-PJ, el Gabinete de Asesores de la Presidencia del Poder Judicial es el órgano que asesora en asuntos relacionados con la poiflica jurisdiccional y a los procesos de reforma y fortalecimiento de la gestión pública organizacioxtal a nivel nacional, para el optimo funcionamiento de este Poder del Estado. 
Asimismo, los incisos 9) y 10) del artículo 12° del mencionado reglamento señalan como una de las funciones del relrido gabinete de asesores, coordinar con las instituciones púbicas Las iniciativas legislativas relativas a la administración de justicia; así como coordinar y articular con el Poder Legislativo, los temas relacionados a las propuestas normativas que guardan relación con los intereses y objetivos del Poder Judicial. 
En tal sentido, por Resolución Administrativa N° 258-2017-P-PJ del 15 de junio de 2017, se precisó que el Coordinador Parlamentario del Poder Judicial será uno de los responsables de conducir las tabores de coordinación interinstitucional y parlamentaria. Motivo por el cual, la tramitación del presente proyecto de ley, en ejercicio de la iniciativa legislativa conferida por la ley, debe su materia de seguimiento por el Coordinador Parlamentario del Poder Judicial que se encuentre facultado a la fecha para tal encargo. 
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llPg. 3, Oficio N° 025-2018-DPSA-I8PT/CSJ, cursado por el seílor Juez Supremo titular Jorge Luis Salas Arenas, Presidente de la Sala Penal Especial. 
Por estos fundamentos; en mérito al Acuerdo N° 767-2018 de la trigéshno tercera sesión del Consejo Ejecutivo del Poder Judicial de la fecha, adoptado con la intervención de los scLores Prado Saldarriaga, Tello Gilardi, Larna More, Ruidías Farfán, Alegre Valdivia y Deur Morán; en uso de las atribuciones conferidas por el artIculo 820  del Texto (Jnico Ordenado de la Ley Orgánica del Poder Judicial, Por unanimidad, 

TM4 »vA 

Remitir al Congreso de la R.epüblica y al Ministerio de Justicia y Derechos Humanos el proyecto de iniciativa legislativa de reforma de los artIculas 419.20  y 425.3°  del Decreto Legislativo N° 957, nuevo Código Procesal Penal, presentado por ci sciior Jorge Luis Salas Arenas, Juez titular de la Corte Suprema de Justicia de la República y Presidente de la Sala Penal Especial, en uso de la iniciativa legislativa establecida en el articulo 1070  de la Constitución Política del Perú, y en el artículo 21° del Texto Unico Ordenado de la Ley Orgánica del Poder Judicial; cursándose los oficios correspondientes. Asimismo, comunicar al Coordinador Parlamentario del Poder Judicial designado para tal fin, a efectos que asuma la responsabilidad de conducir las Labores de coordinación interinstitucional y parlamentaria correspondiente. 
Rcgistrcse, comuníquese y 

Dr. VtCFOR ROBERTO PRADO SALDARRIAGA 
Presidente 

t.UtS ALBERTO MER.& CASAS Secretario General 

LM4C/Unr. 
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"Añ4l del Diuk,a nt: Ranci1wciot ,Vacionot" 

Limo. 25 de octue de 2018 

OFlctOJ4.°  025-2018-DPSA- ISPTlCSJ 

Se?ior Doctor 

Don VÍCTOR ROSER PRADO SALDARRIAGA 
PRESIDENTE DEL CONSEJO EJECUTIVO DEI. PODER JUDICiAL - Presente.. 

Me dirijo a usted hociéndole Uegor el proyecto de iniciativa legislativo de reforma de los artcufos 419.2 y 425.3 del Nuevo Código Procesal Penol en eiercicro  del derecho reconocido en el orticulo 107 de lo Constitución Politico del Perú' y en el articulo 
21 del Texto Único Ordenado de lo ley Orgóníca del Poder jvdlciaP. soc1tóndole se sirvo remitir tonto al Congreso de lo RepCrbco como al Ministerio de Justicia PrJø los tines 
consiguientes. 

Sin otro particular, hago propicio lo oportunidad poro expesofle los 
deferencias propIos de su alta investidura. 

Atentonente. 
-. 

JORGL4US SMAs MEA5 

S*LA tEN#,L EsPcCl1sJ. 

'AIcU%* 107. Wd~ de ley 
"el Pveiidenl.e de *0 Rep*lo11co y tos co'vesios tienen deoctio 01n*CIO1h0 en  !a lotrr*oci6n de leyes, ra6n tienen el rmmo decten los mo1eicz que tes son propIos #os otro, poderes del Eslodo. las instlIucres pibkos outónomos los GobIernos Regionales. GobIernos tocales y los colegios ptoteslonoles. A4w~ lo llenen los ciudadanos que ercen el dereçhode kticta$ivø tegI0vO can(cxme o ley". AztcuIo 21.. Wdotlea legfttativa de lo Coda Suprema 'lo Corte Suprema tiene iniciativo tetlalivo en los asuntos que lo ron rxocioi tos MagisIrodos Por ~Odio del Co~ Ejecutivo del Poder Judlo4 don cuanto 01 Congreso cte lo Repfco y al Mlrusteio de iurtloio de los vodo y deficIencias letotivos que encuentren en el ejerc*cio de sus tunoone att como de los cnfradlccionei e éiccollbidades etiluclonoles, sin poquiclo de lo iridol.'o que sobra este prap6s0 Pueda asixv* *ecsarnenle øl prop*o Co oEieculsvo del P0cjei Mjjçiol 0105010 PianO de la Corte Supremo. En el prier cazo. el Co~ Ejecutivo del Poder iu*lol da trAmite at pedido del Magistrado sin Cwicar su cont~ o meros que dicho Consejo o lo Sela Plena de to Code Stemo lo hago suyo con ezpreso menclAnde4 o~de *0 

ow",& 'Av 4cvdi& .çpú6íZv :,4i. 1.lo ofic*ma W' 410. 'TIC 410-101OAvap 11216 
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PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA LOS ARTÍCULOS 419.2 Y 425.3 DEL. NUEVO CÓDIGO PROCESAL. 
PENAL, CREANDO EN (A IN5TANCLA SUPERIOR PENAL UNA FUNCIÓN DE REVISIÓN DE MRtTO 

EN CASO DE FALLO CONDENATORIO RESPECTO DE QUIEN FUE ABSUELTO EN PRIMERA 
INSTANCIA DE JUZGAM lENTO 

Jorge Luis Sajas Arenas, Juez de la Corte Suprema, en ejercion del derecho de iniciativa legislativa 
reconocida en el articulo 107 de la Constitución Poltíca del Estado y el articulo 21 del Texto Único 
Ordenado de la ley Orgánica del Poder Judicial, propone el siguiente Proyecto de Ley: 

Finalidad de la ty 

El Proyecto tiene como objeto plantear la modificatoria de la segunda parte del articulo 419.2: 
y la rnodificacíón del articulo 423.3 del Decreto Legislativo N4  957 Nuevo Código Procesal 
Penal, instaurando la revisión de los fallos condenatorios del procesado absuelto por 
dectsíón pronunciada en Sala Superior Penal, generando instancia de apelación de 
condena. 

1. EXPOSICIÓN DE MOTiVOS DEL PROYECTO DE LEV SOBRE LA CONDENA DEL ABSUELTO 

LI ANTECEDENTES 

1 El Decreto Legislativo 957 (Código Procesal Penal) seiiala en los articulos 410.2 y  425.3. b. 
\ que el Juez de segunda instancia puede emitir una sentencia condenatoria incluso si es 

que en primera instancia se absolvió al procesado. Sin embargo, en el código de 
Procedimientos Penales de 1940 aún vigente para los procesos en liquidación no se 
permite condenar a quien ha sido absuelto en primera instancia, debido a que en el 
segundo párrafo del articulo 301 se establece que en caso d-i sentencia absolutr"'ia solo 
puede declarar la nulidad y ordenar nueva intru,.,ión o nuevo juicio oral". 

Con la entrada en vigencia del Código Procesal Penal, se puede presentar hasta cuatro 
opiniones o hipótesis respecto a la revisión de condena 

Si el acusado de una conducta delictiva fuera condenado por el Juez Unipersonal o el 
Juzgado colegiado, la impugnación de la condena a su pedido puede generar en la 
segunda sentencia la absolución o la confirmación de la condena; nunca el incremento - 
non reformatio in petus..* 

Si el acusado de una conducta delictiva fuera condenado por el Juez Unipersonal o el 
Juzgado Colegiado, la impugnación de la condena a pedido del Ministerio Público puede 
generar en segunda Instancia la confirmación de la condena o la variación del castigo, 
incluso Incrementándolo —eformatio in pelus-. 

En ambos casos la condena emitida por un tribunal habla sido conocida por otro tribunal y 
finalmente el procesado habria tenida das instancias de debate y de mérito, cualquiera que fuera 
ei resultado. 

LI autor del proyecto pubhcó el libro «Conde al abucIio, Reformatiu Iii Pelos Cualitativa" (20111 sobre la 
materia. 
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Er,  el supuesto de que el acusado de una conducta delictiva fuera absuelto por el Juez Unipersonal o el luzgado Colegiado y la apelación se formulara por el Ministerio Público, la conflrinación de la decisión de absolución no generaba problema de vul eratón al derecho de revisión por cuanta la determinación fue sometida a doble inStarcia de debate 

Si el acusado de una conducta delictiva fuera absuelto por el Juez Unipersonal o el Juzgado Colegiado y la apelación se formulare por el Ministerio Pibiico, de no conflrrnarse por el órgano superíor, hoy es legalmente factible expedir decisión superior de condena con arreglo a :a segunda p&te del artículo 419 y el articulo 425.3 de! Nuevo Código Procesal Penal. 

En este u'timo supuesto es que se produce por primera vez decisión de condena pero emitida en la segunda instancia. Surge el problema de afectación al derecho fundamental de 2CCCSO a la pl ur&idad de instanci is, debida a que esa condena, producto de un juicio de apelación, no puede ser cuestionada en una instancia de mérito, por lo que la única via para poder imptnar la decisión del cd quem de condena seria el recurso de casación, que no es ordinario tino extraordinario. 

Desde la entrada en vigencia del Código Procesal (2004. se estableció esa posibd dad de condenai a quien lubia sido absuelto en primera instancia. Esta innovación co1iiona con el derecho de revisión en instancia de mérito e igualdad ante la ley, lo cual generó discusiones teóricas a escala nacional, como la desarroflada con motivo del VI Pleno Jurisdiccional Penal de la Corte Suprema , realizado en diciembre del año 2010; siendo la condena al absuelto el único tema del debate en ese có ,clave ¡udicial que no llegó a decisión (los otros siete si mereciefon acuerdo). debido a que no lo que originó sentencias contradictorias con relación a la materia; así: 
En el expediente 2008-1217245 de la Corte Superior de Arequipa, se inaplicó el inciso tres, del articulo 425 del NCPP bajo el argumento de que se podía afectar el derecho a la oluralidad de instancias previsto en el inciso 6, del articulo 139 de la Constitución Potítica del PeILí y tas normas de protección internacional de los Derechos Humanos estableddos en los artículos diez y once de la Declaración Universal de Derechos Humanos; el articulo cuatro, catorce y quinde del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; el inciso dos, del articulo ocho de la Convención Interamericana de Derecho Humanos). 
En el esipediente 2008-01403-87--1308- JR-PE-1, se revocó la sentencia a1so1u:oría y se clictó sentercla de condena. 

3, En la Casación 454-2014- Arequipa del veinte de octubre de dos mil quInce (planteado por el interesado por la causa excepcional de desarrollo de doctrina jurisprudencial, respecto al contenido del literal b, inciso tres, del articulo cuatrocientos veinticinco del Código Procesal Penal), se estableció por la Sala Penal Permanente de la Corte Suprema como doctrina Jurísprudencial que no se puede condenar al absuelto: 

"Con lo anterior expuesto, se concluye que si bien esto Salo Suprema tiene mayo;' jerorqu*J y rango qut.,  lo Sola Penal de Apelaciones, siendo por tal razón un órgano ¡uchcial distinto; sin embargo, esto móxima instancia judicial no tiene competencia poro poder rcolizar uro 

http://histoçlco.pj.gob.pe/nociciasfnotciasasp?ca4ígot8  t 53&opcion=detalle 
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rev,Éión integral, independientemente de lo denomiÁocior) que se le pueda daro! recurso, ya que en su competencto rçplut,va está fimicada producto de la interposia6n y fundamentación del recurso exrrnorcfsnorio de la casación penal, no siendo este último recurso uno de carácter eficoz poro el coso en concreto por !imitorse ol análisis de las aspectos formales y legales de lo sentencf a expedida, esto es, de control de constitucionalidad y legalidad, así como de unificación jurisprudencia!". (Fundamente jurídico cuatro punto quince). 

"Asimismo, en el fundamento jurídico dieoséis se seíTolá que "bajo te lineo jurispnidencio( 
onotada y con el objeto de garantizar el derecho a impugnar e/fallo —tcola vez que con «((o 
se protege e( derecho de defensa  en lo medida que otorgo la posibilidad de interponer un 
recurso para evitar que quede firme uno decisión adoptada en un procedimiento vkiado. 
corresponde anular elfo/lo condenatorio dictado en primero y segundo instando para que 
si en un nuevo juicio se le encontraro culpable del de/ko imputado, tengo lo posibilidad de impugnar (a sentencia condenatorio por medio de un recurso de opelodón" (Fundamento jurídico cuatro punto dieciséis) 

Pese a lo establecido corno doctrina vrnculante por la Corte Suprema, el literal b, inciso tres, del artículo 425 del Código no ha sido modificado, por lo que conformidad CQfl lo establecido en el articulo 14 de la Ley Orgánica del Poder Judicial se entiende que corresponde aplicar control difuso; sin embargo, si las sentencias anulatorias fueran impugnadas se deben elevar en consulta la decisión a la Sala Constitucional y Social de la Corte Suprema y, de ser desaprobadas las consultas, se anularía a su vea las decisiones emitidas en aplicación del control difuso. 

Asimismo, en el fundamento décimo segundo, de la Casación 542-20 14- Tacna de la Sala Penal Permanente de la Corte Suprema, se seia(ó que: 

"nos encontramos ante uno sentencio de vista que revoco la sentencio absolutoria de 
primera instancia condenando al absuelto, donde este no cuento con un recurso con los cualidades necesarias para garantizar su derecho o impugnar ese follo condenatorio y 
tampoco existe una sato especializado que actúe corno revisor de la sen i.encia 
condenatorio de segundo instancia; por tonto, ante (o ausencia de un presupuesto 
procesal de existencia , rebatidos los fundamentos de lo ptimero sentencio, corre..ponde 
la anulación de todo el proceso hasta el inicio del juicio orol de primera instancia, de modo 
tal que, si el procesado es encontrado responsable del hitita penal que se le imputo, eso 
sentencio condenatorio puedo ser révisada por uno Sola Superior con facultades amplios 
de control mediont el recurso de apelación, respetando de esta manera la garantió 
cons!itucioaql de carácter procesal del derecho a recurrk que le asiSte o todo condenado." 

Finalmente, en el fundamento cinco punto veintiséis, de la Casación 385-2013-San Martin de la 
Sala Penal Permanente de la Corte Suprema, se estableció que "este Supremo Tribunal considera 
necesario se convoque al Consejo Ejecutivo del Poder ludicial a fin de que conforme a la atribución conferida en el numeral veinticuatro del articulo ochenta de citada norma, habilite 
Salas revisaras en cada distrito judicial, para que en saivaguarda de los principios de celeridad y economía procesal pueda realizar el juicio de hecho y de derecho en la condena dictada en 
se€unda instancia, contra una persona que previamente fue absuelta 

Pr ese motivo, se conformó una comisión en la Corte Suprema que debía encargarse de imptementar y habilitar Salas revisaras en cada distrito judicial; sin embargo, no hubo acuerdo en 
la comisión respecto al tema controvertido. 
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Fi órgano c0mpeten1e del control concentrado del ordenamiento jwidlca es el Tribunal Costitucionai, En tal sentido, en el expediente 86t.2013-PHC/TC. caso "QuijandÑ Eas", del veintitrés de enero de des mil dieciocho, se sealo que "no es la primera vez en que se lia cuestionado la inconstitucionalidad de la imposibilidad del imputado absuelto de impugn& un falto condenatorio en segunda instancia". Asimismo, se expresó que corresponde al Congreso de la Repúbhca habilitar un medio impugnatorio adecuado y eficaz que permita una revisión a nplia e rntegral del tallo condenatorio del absuelto y se concluyó en que resulta necesario que se mplementen reformas necesarias para evitarla vulneración de derechos fundamentales. 

2. PROBLEMÁTICA QUE SE PRETENDE SUPERAR 

En base a lo expuasto es necesario desarrollar lo sentado tanto en la sentencia casatoria 454 2014 de la Corte Suprema como en la ejecutarla pronunciada en la causa 861.2015-PHCTC del Tribunal Constitucional. 

En la Administración de Justicia Penal se han establecido distintos niveles jerárquicos y  es a través de ellos que otorgase mayores garantías al procesado para elercer  el derecho fundamental a la defensa. 

El derecho a la pluralidad de Instancias es una garantía esenctal del debido proceso. Se establece que ¡o decidido por un juez A Que pueda ser revisado por un órgano funcionalmente uperior. por lo que se permitiré que lo resuelto pueda ser objeto de un doble análisis y pronunciamiento jurlsdlccional sin que ello suponga ningtn nivel de subordinación o dependencia de fas Instancias inferiores respecto de fas superiores, debido a que todos los Jueces y  tribunales son independientes en el eÉercicio  de la función jurisdiccional. 
La pluralidad de instancias no significa únicamente que el fallo sea analizado por unribunat de grado superior, sin importar la naturaleza sustantiva y adjetive que çonl1-ve tal procedlmrento en dicha instancia "Apelación- Casación'4. 
Asi, este principio de te función jurisdiccional debe interpretarse a la luz de lo estabtecido en la Cuarta 0lposíción Final y Transitoria de la Constitución Politica del Peru, en cuncordancin con ci artcuto SS del mismo cuerpo legislativo. 

El articulo 16 del Nuevo Código Procesal Penal indice que te potestad juridkcional del Estado en umteria penal se ejerce por 
1 La Sala Penal de la Corte Suprema. 
2 Las Safas Penales de las Canes Superiores. 

Los Juzgados Penales canstituidos en órganos colegiados o unipersonales, segun la competenc., que te asigne la ley. 
tos Juzgados de lnvntigación Preparatoria 
Los Juzgados de Paz Leredo, con ls excepciones previstas por la Ley para los Juzgados de Pa'. 

NO Siempre será superior; asi el cao del articulo 450.7 del NCPP para los procesadas aforados. 
De la interpretación del articulo 139 Inciso 6 dela Constiwclán Politica del Perú. prellmlnarmen'e se debe entender que el proedimlento cuitado no constituye Instancia de apelación. dada su natunleza extraordinaria, doctrinaria y norma,tivamenre desarrollada. 
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Ef artículo 14.5 del Pacto Internacional de Derechos Cyiles y Politicos y el kteral h, inoso dos, 
artkulo 8 de la Convención Americana sobre Derechos Kumanos, establecen de forma 
:eleológica que el condenado tiene derecho a un doble examen y a una doble revis6n de la 
condena, así como el derecho a impugnar, cuya configuración y elercicio  no se presenta 
únicamente como medio impugnatono. En consecuencia, la casación no es un medio óptimo para 
revisar la condena del absuelto, debido a que en este se discuten cuestiones de derecho y  de 
naturaleza extraordinaria. 

Por lo tanto, es el recurso de apelación el medio y ¡a vía que permite acceder a la pluradad de 
instancias a aquel que ha sido condenado cuando previamente fue absuelto en primera Instancia. 
La exigencia de un recurso otcJinario de impugnación ha sido reconocida en los pronunciamientos 
de la Corte Interamericana de Derechos Humanos. En el caso Herrera Ulloa vs, Costa Rica*  se 
consideró insuficiente que se autorice únicamente contra la sentencia de instancia el recurso de 
casación y no el de apelación, por conStituir un recurso que otorga mayores  garantías a las partes. 

Asimimo, la Corte IOH estableció en el caso Mohamed vs Argentina que "(...) el sistema procesal 
penal argentino que fue aplicado al señrx Mohamed no garantizó narmativameate un recurso 

¡ ordinarIo, accesible y eficaz que permitiera un examen de la sentencia condenatoria contra el 
señor Mohamed, en los términos del artículo 8.2.h de la Convención Americana, y tambtn ha 
constatado que el recurso extraordinario federal y el recurso de queja, en tanto salvaguarda de 
acceso al primero, no constituyeron en el caso concreto recursos eficaces para garantizar dicho 
derecho" (Fundamento jurídico 112).' 

En consecuencia, de lo afirmado por la Corte Interamericana de Derechos Humanos, se 
desprende iaequivocamerste que debe existir la previsión de un trámite procesal quepema que 
la sertencia contra el preceden temeate absuelto mediante la que se le condena, emitida por 
a Sala Superior Penal- Sala de Apelaciones' sea sometida a una reevaluación con 
probabilidad de actuación, debate y evaluación probatoria. 

En el sistema penal peruano se ha establecido el modelo mixto de apelación, con tendmclaal 
sistema limitado. Por ello, cuando se impugna el fallo producto del juicio de culpabilidad, 
se instaura una nueva audiencia de apelación. En consecuencia, un sistema de recursos 
que pretenda ser consistente con las garantías basicasdebe construirse a partir de reconocer 
al juicio oral como elemento íundaniental del sistema procesal penal cuya integridad y 
centraliclad debe ser protegtda Si con el prpÓlto de asentar la garantía del derecho a 

'El artículo 8) sobre Garantías Judiciales señala que: 2) Toda persona inculpada de delito tiene derecho a 
que se presurna su inocencia mientras no se establezca legalmente su cu)pabliidad. Durante el proceso, toda 
persona tiene derecho, en plena igualdad, a las siguentes garantías mínimas, y establece el: h) derecho de 
recurrIr del talio ante juez o tribunal superior 

'El ilard Law« fundamental no se refiere a la doble instanoa de atentión al proceso sino a la doble 
discusión de la decisión de condena 

'http://wwwwrteidhor.crfdocs/çasos/Articulos/setlec_107_e5ø  pdf 

'httpçl/www,corteidh.ar.cr/docs/cassfarticulos/$c.)SS...esP.Pdf  



* * 1 15 

rec e pria de sentido al jWOQ oral, se produce una detvaloacón del debido proceso 

El - ecurso de casación (articulo 427 del Nuevo Código Procesal Penal cuya confórtnaciin es 1.3 de un mecanismo tasado y extraordinario, se encuentra previsto esenciaknente cario una herramienta de control de la constitucionaUdad y  legalidad, asi como de uni kación jurisprudenciai. 

Se debe tener en cuenta que la casación en la instancia Suprema solo se produce por causas establecidas en el arciculo 429 del Código Procesal PenaP '. sierdo este el moM de su natureza extraordinaria . Por esa razón, la denegatoria del recurso de casación planteado 3flte la Corte Suprema se resuelve sin la realización de un juicio de mérito previo y, en caso del condenado absuelto, no obtendría una decisión de mérito, lo cual genera la afectación al derecho de Igualdad y a la pluralidad de instancias. 

Entonces, el proceso casatorio no es una instancia de mérito, debido a que en el supuesto que alAd cwem -con actuación probatoria mínima y limitada- condene a quien fue absuelto por el tribix,al A Ca -con actuación probatoria plana- se configuraría (a inconstitucionalidad expresada por el supremo intdrprete de la Constitución, toda vez que el eventual pronunciamiento de la Corte Suprema carecera de actividad prnbatoria de sustento. 
En conclusión, tanto el inciso dos, del ai'ticulo 419, como el literal b. inciso ties. de drticulo 425 del Código Procesal Penal, en cuanto se refieren a la condena al absuelto, con u-avienen varias normas fundarnentalas: el articulo once de la Declaracion Universal de Derechos Hemanos, el literal h. inciso dos, del articulo ocho de la Convención Americ.ai sobre Derechos Humanos j, tundameritalmente, el inciso cinco del artículo del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. Elfo, "debido a que la casación no es un recurso eficaz que permita un análisis integral del fallo condenatorio de segunda instarloa. sino que por el contrario, circunscribe su ámbito de competencia a una revisión de puto derech de la 

° C(r btLL wwslstemasiudcialp; rchiiQ JnqaachvqSj.. T Consultado el 18109118. Pg. 9 

En el articulo 429 se eñaIa como causas para interponer recurso de casacsón:If Si la sentencia o auto hin Sido expedidos con lnobervancia de alguna detas garantias constItucionales de carácter procesal o marenal, o con una indebida o errónea aplicación de dichas garantías. 2) Si la sentencia o auto incurre o deri'ra de una inobservancia de las normas legales de caracter procesal sancionadas con la nulidad. 3) Si la sentencia o auto Importa una indebida aplicación, una errónea interpretación o una falta de aplicación dala Ley penal o de otras normas ¡uridicis neçsarias para su aplicación. 4) Si la sentencia o auto ha sido expedido con falta o manifiesta ilogiddad de la motivación, cuando el vicio resulte de su propio tenor. 5) Si la sentencia o auto se aparta de la doctrina jurísprudencial establecida por la Corte Suprema o, en su caso, por el Tribunal Constitucional. 

u Su fundimento esta en el ¡us constitutionis y no en e1 lus htigatons (que es propio d€ las impugnaciones ordinarias) 

El derecho a la igualdad como ptincipio, es uno de tos pilares del orden constitucional que pernilta ti convivencia armónica en sociedad. Por su parte, la igualdad, en tanto derecho, implica una e*Igencia individualizabi, que ca la persona puede oponer (rente al Estado para que éste fo respete, Prateís o tutele Cf-. Exp. 0606-2004-AA, del 28 de junio del 2004.52, P.I. 9. 
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sentencia recurrida'4". En consecuenda, se afecta el contenido constitucionalmente 
protegido del derecho a la plurafldad de instancia, debida a que Id Corte Suprema no actúa 
como órgano superior de revisión de la primera sentencia condenatoria'5. 

Con la finalidad de evitar la vulneración de los derechos del sentenciado, se propone la 
creación de la función de revisión (apelación) de la condena del absuelto habilitando a bs 
Jueces Superiores que conformen otra la Sala Superior Perel o en su defecto tia Sala Superior 
Mixta o Civil, observando las reglas específicas para conceder la apelación, quendo expedita 
la posibilidad de ejercer el recurso de casación para ser interpuesto cuando así 
razonablemente lo determinen los intereses de los sujetos procesales, luego de agotada la 
revisión de condena. 

Es de anotar que no se requtere efectuar modificaciones en la Ley Orgánica del Poder Judicial 
en virtud a que el artículo 41,5 de dicho cuerpo normativo establece dentro de las 
competencias de las Salas Superiores Penales una concepción numerus apertus al seaIar 
que: "tas Salas Penales conocen: (..) S. De los demás asuntos que correspondan conforme a leyH, por lo que la propuesta planteada habilita la iriserción de un supuesto de competencia 

'1 adIcional. 

3. APIIAUSIS COSTO- BENEFiCIO 

La presente iniciativa legislativa no irrogará gasto extraordinario para el Estado ya que incide 
en forma directa sobre la modificación del articulo 419.2 y del artículo 425.31 del Decreto 
Legislativo tr 957 Nuevo Código Procesal Penal, sin generar nuevos órganos jurisdiccionales 
superiores ni sobrecargando a la instancia suprema penal, sino otorgando mayores 
competencias a los órganos judiciales superiores existentes dentro de la Ley Orgánica del 
Poder Judicial y dando viabilidad al cumplimiento de los mandatos de la Jurisdicción 
Internacional de los derechos humanos, evitando eventuales pronunciamientos de 
responsabilidad estatal por violacIón de los derechos fundamentales Involucrados tanto por 
la Comisión Interamericana de Derechos Humanos corno por la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos. 

El beneficio social, político y jurídico es importante y trascendental, puesto que se garantiza el 
respeto a las garantías judiciales ¡herentes a los derechos humanos, fortaleciendo el Estado 
de Derecho y la plena efectividad del rievo modelo procesal riplamentado; en consecuencia, 
se reforzará la seguridad jurb para el desarrollo ordenado y unorme de nuestro sistema 
jurídico acorde con las decisiones de tribiales supranacionales que la Constitución vigente 
reconoce. 

El Parlamento Nacional debe atender la exhortación del Tribunal Constitucional para habilitar 
el medio impugriatorlo adecuado y eficaz para la revisión amplia e integral del fallo 
condenatorio del absuelto sin vulnerar sus derechos fundamentales. 

"Fundamento jurídico diecinueve. Exp. 0862-2013PHCfTC. caso "Quijandria Elfas. 

ts  Fundamento jurídico diecInueve. E*p, 0862-ZO13PHC/TC, ceso CLuiiandria  Elías". 

ri 
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€1 derecho a la inpugnación y revisión del fallo absolutorio en segunda starii serán respetado; y se evitará recurrir al mecanismo de control constitucional difuso, lo cual posterga la solución de las causas y genera un Jncremdnto de carga procesal y costo al sistema de justicia. 

4. TEXTO DEL PROYECTO DE LEY 
Proyecto de ley que p'opone ¿a modificación de los artículos 419.2 y 4253 del t.'ecreto Legislativo957 (Código Procesal Penal). 

LEY QUE MODIFICA LOS ARTICULOS 4192 y 425.3 DEL D&RETO LEGISLATIVO 957 (CÓDIGO 
PROCESAL PENAL) 

Articulo 1 Moficase la segunda parte del inciso ¿del artículo 419de1 Nuevo Código Procesal Penal, con el siguiente texto: 

(.4 En este último caso, tratándose de sentencias absolutorias podrá dictar sentencia condenatoria, fallo qe podrá ser revisado en apelación por la Sala Superior Penal l amada por ley." 

Articulo 2: Irtegrase el l4eral ç en el inciso 3, del artículo 425 del Nuevo Código Procesal,, Penal, con elsiguientetexto: 

La sentencia de segunda instancia, sin perjuicio de lo dispuesto en el articulo 409. puide. 

c) Cuando la Sala Penal Super& de Apelaciones revoque la 5e1tenc1a absolutoria de primera i'istancia y se proiizca ¿a reforma en sentido condenatorio, a ¿a que se refiere el párrafo arterir, quedará hablftada una ~nda de revisión para que el coridenacb, pueda ejerc& su derecho a impugnar. 

O ir'ióa de ró'i se c2zaxá por otra Sala Superior según prevé la Ley Orgánica del Poder k4cia1 que conocerá del recurso de apelación del condenado bajo las regias del Libro C:uito, Sección II, TLtulo HI, de este Código, es decir, por una Sala Superior Penal de Apelacione; o en su defecto, una Sala Penal Llquldadora o una Sala Mixta o de otra especialidad seíún el turno, 

DISPOSICIONES FINALES COMPLEMENTARIAS FINALES Y DEROGATORIAS 
PRIMERA: Vigencia de la Ley. 

L] 
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La presente Ley entra en vigencia al día siguiente de su pubkcación en el Diario Oficial wEI 
Peruano". 

SEGUNDA: Adicfonándose e las Salas Superiores, segi.sn el caso, la función extraordinaria de 
apelación de las sentencias de condena a los ab5ue1t05 en instancia de apelación. 

Se díspone que la función de apelación de las sentencias que condenan a los absueltos 
expedidas, con arreglo al artículo 425.3 del Decreto Leguslatvo N*  957 Nuevo Código Procesal 
Penal corresponderá a una Sala Superior Penal o Mixta, según sea el caso. 

En los casos en que exista ms de una Sala de Apelaciones la Sala Superior será la que se halle 
de turno. En los casos que exista únicamente una Sala de Apelaciones la Sala Penal Superior 
seca la de Uquidacíón de Turno o en su defecto la Sala Civil o Especializada Mixta 
correspondiente. 

TERCERA: Intervención Fiscal Superior en la revisión de la condena al absuelto. 

Teniendo en cuenta la calidad de parte procesal que ostenta el Ministerio Público, la 
Presidencia de la Junta de Fiscales Superiores desigrar4 a la Fiscalía Superior Penal que 
intervendrá ante la Sala Superior Penal Revisora de la condena al absuelto, pudiendo ser la 
misma que Intervino en el proceso en que se decidió condenar al absuelto. 

CUARTA: Derogatoria 

Deróguense las Disposiciones legales que se opongan a la presente (ey 

Comuníquese al Señor Presidente de la República para su promulgación. 

Lima, Octubre de 21,9 

u,4;E gí. SAU4 AUNAS  

11 
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"TAño del Diálogo y la Reconciliación Nacional" 

rRI—ESU—ELTCOcE pj 

OFICIO N.O25.2018-DA- 1 SPTISJ 

Urna, 25 de octubre de 2018 

CONSEJO 
DEL PCO? JCDi''AL 
SECPEiARIA •ENR\L 

Señor Doctor 

Don VÍCTOR ROBER PRADO SALOARRLAGA 
PRESIDENTE DEI CONSEJO EJECUTIVO DEL PODER JUDICIAL 
Presente.- 

/ L 

OFiCINA E TRAMITE 
O0CMENTARI0 

Firrn'.: Hora:.t> 

Me dirijo a usted haciéndole llegar el proyecto de iniciativa Ieislativa de 
reforma de los artículos 419.2 y  425.3 del Nuevo Código Procesal Penal en ejercicio del 
derecho reconocido en el artículo 107 de lo Constitución Política del Pen y  en el artículo 
21 del Texto Único Ordenado de la Ley Orgánica del Poder Judicial2, solicitándole se sirva 
remitir tanto al Congreso de la Repúblico como al Ministerio de Justicia para los fines 
consiguientes. 

Sin otro particular, hago propicio la oportunidad para expresarle las 
deferencias propias de su alta investidura. 

Atenta ente, 

SALAS ARENAS 

ESPECIAL 

NIi 
'Astfculo 107.. lnlclattvo de ley 
"El Presidente de lo Repúbilco y los congresistas tienen derecho a iniciativa en lo formación de leyes. También tienen el mismo derecho en las materias que les son propios los otros poderes del Estado, las institucIones públicas autónomas, los Gobiernos Regionales, Gobiernos Locales y los cclegbs profesionales. Asimismo lo tienen los ciudadanos que ejercen el derecho de iniciativa legislativo conforme o ley". 
2 Astfcub 21.. IniciatIva legIslativa de la Coite Suprema 
"Lo Corte Suprema  tiene iniciativo legislativa en los asuntos que le son propios. Los Magistrados por intermedio del Consejo Ejecutivo del Poder Judicial dan cuenta al Congreso de la Repúblico y al Ministerio de Justicia de lo vacíos y deficiencias legislativas que encuentren en el ejercicio de sus funciones, así como de las contraalcciones e incompatibilidades constitucionales, sin perjucio de lo iniciativo que Sobre esto propósito pueda asun* dectomente el propia Consejo Ejecutivo del Poder Judicial o lo Sola Plena de la Corto Suprema. En el pimer caso, el Consejo Ejecutivo del Poder Judicial do trómife al pedido del Magistrado sin calificar su contenido, a menos que dicho Consejo o lo Sala Pleno de la Corte Suprema la hago suyo con expresa mención del autor de la iniciativa". 

Pciod7usticia-..4v. ~odzpú6Ika/n. 4iro. Oficina W' 410- 'TeC 410.1010Aile(o 11256 



.,;. • 
-- 

.- 
. 

PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA LOS ARTÍCULOS 419.2 Y 425.3 DEL NUEVO CÓDIGO PROCESAL PENAL, CREANDO EN LA INSTANCIA SUPERIOR PENAL UNA FUNCIÓN DE REVISIÓN DE MÉRITO EN CASO DE FALLO CONDENATORIO RESPECTO DE QUIEN FUE ABSUELTO EN PRIMERA 
INSTANCIA DE JUZGAMIENTO 

Jorge Luis Safas Arenas, Juez de la Corte Suprema, en ejercicio del derecho de iniciativa legislativa 
reconocida en el artículo 107 de la Constitución Política del Estado y el artículo 21 del Texto Único Ordenado de la Ley Orgánica del Poder Judicial, propone el siguiente Proyecto de Ley: 

Finalidad de la Lev 

El Proyecto tiene como objeto plantear la modificatoria de la segunda parte del artículo 419.2; 
y la modificación del artículo 425.3 del Decreto legislativo N" 957 Nuevo Código Procesal 
Penal, instaurando la revisión de los fallos condenatorios del procesado absuelto por 
decisión pronunciada en Sala Superior Penal, generando instancia de apelación de 
condena. 

1. EXPOSICIÓN DE MOTIVOS DEL PROVECTO DE LEY SOBRE LA CONDENA DEL ABSUELTO 
1.1 ANTECEDENTES 

El Decreto Legislativo 957 (Código Procesal Penal) señala en los artículos 410.2 y  425.3. b. 
que el juez de segunda instancia puede emitir una sentencia condenatoria incluso si es 
que en primera instancia se absolvió al procesado. Sin embargo, en el Código de Procedimientos Penales de 1940 aún vigente para los procesos en liquidación no se 
permite condenar a quien ha sido absuelto en primera Instancia, debido a que en el 
segundo párrafo del artículo 301 se establece que "en caso de sentencia absolutoria solo 
puede declarar la nulidad y ordenar nueva instrucción o nuevo juicio oral". 

Con la entrada en vigencia del Código Procesal Penal, se puede presentar hasta cuatro 
opiniones o hipótesis respecto a la revisión de condena: 

Si el acusado de una conducta delictiva fuera condenado por el Juez Unipersonal o el 
Juzgado Colegiado, la Impugnación de la condena a su pedido puede generar en la 
segunda sentencia la absolución o la confirmación de la condena; nunca el incremento 
non reformatio in pelus-.1  

Si el acusado de una conducta delictiva fuera condenado por el Juez Unipersonal o el 
Juzgado Colegiado, la impugnación de la condena a pedido del Ministerio Público puede 
generar en segunda instancia la confirmación de la condena o la variación del castigo, 
incluso incrementándolo —reformatio la pelus-. 

En ambos casos la condena emitida por un tribunal había sido conocida por otro tribunal y 
finalmente el procesado habría tenido dos instancias de debate y de mérito, cualquiera que fuera 
el resultado. 

1 El autor del proyecto publicó el libro "Conde al absuelto, Reformatio la Peius Cualitativa" (2011) sobre la materia. 
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En el supuesto de que el acusado de una conducta delictiva fuera absuelto por el Juez 
Unipersonal o el Juzgado Colegiado y la apelación se formulara por el Ministerio Público, 
la confirmación de la decisión de absolución no generaba problema de vulneración al 
derecho de revisión por cuanto la determinación fue sometida a doble instancia de 
debate. 

Si el acusado de una conducta delictiva fuera absuelto por el Juez Unipersonal o el 
Juzgado Colegiado y la apelación se formulara por el Ministerio Público, de no 
confirmarse por el órgano superior, hoy es legalmente factible expedir decisión superior 
de condena con arreglo a la segunda parte del artículo 419 y  el artículo 425.3 del Nuevo 
Código Procesal Penal. 

En este último supuesto es que se produce por primera vez decisión de condena pero emitida en 
la segunda instancia. Surge el problema de afectación al derecho fundamental de acceso a la 
pluralidad de instancias, debido a que esa condena, producto de un juicio de apelación, no puede 
ser cuestionada en una instancia de mérito, por lo que la única vía para poder impugnar la 
decisión del ad quem de condena sería el recurso de casación, que no es ordinario sino 
extraordinario. 

Desde la entrada en vigencia del Código Procesal (2004), se estableció esa posibilidad de 
condenar a quien había sido absuelto en primera instancia. Esta innovación colisiona con el 
derecho de revisión en instancia de mérito e igualdad ante la ley, lo cual generó discusiones 
teóricas a escala nacional, como la desarrollada con motivo del VI Pleno Jurisdiccional Penal de la 
Corte Suprema2, realizado en diciembre del año 2010; siendo la condena al absuelto el ünico tema 
del debate en ese cónclave judicial que no llegó a decisión (los otros siete sí merecieron acuerdo), 
debido a que no lo que originó sentencias contradictorias con relación a la materia; así: 

En el expediente 2008-12172-15 de la Corte Superior de Arequipa, se inaplicó el inciso 
tres, del artículo 425 del NCPP bajo el argumento de que se podía afectar el derecho a la 
pluralidad de instancias previsto en el inciso 6, del artículo 139 de la Constitución Política 
del Perú y las normas de protección internacional de los Derechos Humanos establecidos 
en los artículos diez y once de la Declaración Universal de Derechos Humanos; el artículo 
cuatro, catorce y quinde del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; el inciso 
dos, del artículo ocho de la Convención Interamericana de Derecho Humanos). 

En el expediente 2008-01403-87-1308- JR-PE-1, se revocó la sentencia absolutoria y se 
dictó sentencia de condena. 

En la Casación 454-2014- Arequipa del veinte de octubre de dos mil quince (planteado por 
el Interesado por (a causa excepcional de desarrollo de doctrina jurisprudencial, respecto 
al contenido del literal b, inciso tres, del artículo cuatrocientos veinticinco del Código 
Procesal Penal), se estableció por la Sala Penal Permanente de la Corte Suprema como 
doctrina jurisprudencial que no se puede condenar al absuelto: 

"Con lo anterior expuesto, se concluye que si bien esta Salo Suprema tiene mayar jerarquía 
y rango que lo Salo Penal de Apelaciones, siendo por tal razón un árgano judicial distinto; 
sin embargo, esta máxima instancia judicial no tiene competencia para poder realizar una 

2 http://historico,pj.gob.pe/noticias/noticias.asp?codigo=18153&opcion=detalle  

2 



22 
o,  ' 1 

revisión Integral, independientemente de la denominación que se le pueda dar al recurso, ya que en su competencia resolutiva está limitado producto de la interposición y fundamentación del recurso extraordinario de la casación penal, no siendo este último recurso una de carácter eficaz para el caso en concreto por limitarse al an6lis.s de los aspectos formales y legales de la sentencia expedida, esto es, de control de constitucionalidad y legalidad, así como de unificación jurisprudencia!". (Fundamento jurídico cuatro punto quince). 

'1Asímismo, en el fundamento jurídico dieciséis se se1aló que "bojo la línea jurisprudencial anotado y con el objeto de garantizar el derecho a impugnar elfo/lo  —toda vez que con ello se protege el derecho de defensa  en la medida que otorgo fo posibilidad de interponer un recurso para evitar que quede firme una decisión adoptada en un procedimiento viciado-, corresponde anular e/fallo condenatorio dictado en primera y segunda instando para que si en un nuevo juicio se (e encontrara culpable del delito imputado, tenga la posibilidad de impugnar la sentencia condenatorio por medio de un recurso de apelación". (Fundamento jurídico cuatro punto dieciséis). 

Pese a lo establecido como doctrina vinculante por la Corte Suprema, el literal b, inciso tres, del artículo 425 del Código no ha sido modificado, por lo que conformidad con lo establecido en el artIculo 14 de la ley Orgánica del Poder Judicial se entiende que corresponde aplicar control difuso; sin embargo, si las sentencias anulatorias fueran impugnadas se deben elevar en consulta la decisión a la Sala Constitucional y Social de la Corte Suprema y, de ser desaprobadas las consultas, se anularía a su vez las decisiones emitidas en aplicación del control difuso. 
Asimismo, en el fundamento décimo segundo, de la Casación 542-2014- Tacna de la Sala Penal Permanente de la Corte Suprema, se señaló que: 

"nos encontramos ante una sentencia de vista que revoco la sentencia absolutoria de primera instancia condenando al absuelto, donde este no cuenta con un recurso con las cualidades necesarias poro garantizar su derecho o impugnar ese fallo condenatorio y tampoco existe una sala especializada que actúe como revisor de la sentencia condenatorio de segunda instancia; por tanto, ante la ausencia de un presupuesto procesal de existencia y rebatidos los fundamentos de la primera sentencia, corresponde la anulación de todo el proceso hasta e/inicio del juicio oral de primera instancia,, de modo tal que, si el procesado es encontrado responsable del ilícito penal que se le imputo, esa sentencia condenatorio pueda ser revisada por una Sala Superior con facultades amplias de control mediante el recurso de apelación, respetando de esta manera la garantía constitucional de carácter procesal del derecho a recurrir que le asiste o todo condenado." 
Finalmente, en el fundamento cinco punto veintiséis, de la Casación 385-2013-San Martín de la Sala Penal Permanente de la Corte Suprema, se estableció que "este Supremo Tribunal considera necesario se convoque al Consejo Ejecutivo del Poder Judicial a fin de que conforme a la atribución conferida en el numeral veinticuatro del artículo ochenta de citada norma, habilite Salas revisoras en cada distrito judicial, para que en salvaguarda de los principios de celeridad y economía procesal pueda realizar el juicio de hecho y de derecho en la condena dictada en segunda instancia, contra una persona que previamente fue absuelta". 
Por ese motivo, se conformó una comisión en la Corte Suprema que debía encargarse de implerrientar y habilitar Salas revisoras en cada distrito judicial; sin embargo, no hubo acuerdo en la comisión respecto al tema controvertido, 
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El órgano competente del control concentrado del ordenamiento jurídico es el Tribunal 
Constitucional. En tal sentido, en el expediente 861-2013-PHC/TC, caso "Quijandría Elías", del 
veintitrés de enero de dos mil dieciocho, se safialó que "no es la primera vez en que se ha 
cuestionado la inconstitucionalidad de la imposibilidad del imputado absuelto de impugnar un 
fallo condenatorio en segunda instancia". Asimismo, se expresó que "corresponde al Congreso de 
la República habilitar un medio impugnatorio adecuado y  eficaz que permita una revisión amplia e 
integral del fallo condenatorio del absuelto" y se concluyó en que resulta necesario que se 
implementen reformas necesarias para evitar la vulneración de derechos fundamentales. 

2. PROBLEMÁTICA QUE SE PRETENDE SUPERAR 

En base a lo expuesto, es necesario desarrollar lo sentado tanto en la sentencIa casatoria 454-
2014 de la Corte Suprema como en la ejecutoria pronunciada en la causa 861-2015-PHC/TC del 
Tribunal Constitucional. 

En la Administración de Justicia Penal se han establecido distintos niveles jerárquicos3  y es a 
través de ellos que otorgase mayores garantías al procesado para ejercer el derecho fundamental 
a la defensa. 

El derecho a la pluralidad de instancias es una garantía esencial del debido proceso. Se establece 
que lo decidido por un juez A Quo pueda ser revisado por un órgano funcionalmente superior4, 
por lo que se permitirá que lo resuelto pueda ser objeto de un doble análisis y 
pronunciamiento jurisdiccional sin que ello suponga ningún nivel de subordinación o 
dependencia de las instancias inferiores respecto de las superiores, debido a que todos los 
jueces y tribunales son independientes en el ejercicio de la función jurisdiccional. 

La pluralidad de instancias no significa únicamente que el fallo sea analizado por un tribunal 
de grado superior, sin importar la naturaleza sustantiva y  adjetiva que conlleve tal 
procedimiento en dicha instancia "Apelación- Casación"5. 

Así, este principio de la función jurisdiccional debe interpretarse a la luz de lo establecido en 
la Cuarta Disposición Final y Transitoria de la Constitución Política del Perú, en concordancia 
con el artículo SS del mismo cuerpo legislativo. 

El artículo 16 del Nuevo Código Procesal Penal indica que la potestad jurisdiccional del Estado en materia 
penal se ejerce por: 

La Sala Panal de la Corte Suprema. 
Las Salas Penales de las Cortes Superiores. 
Los Juzgados Penales constituidos en órganos colegiados o unipersonales, según la competencia que le asigna la ley. 
Los Juzgados de Investigación Preparatoria 

S. Los Juzgados de Paz Letrado, con las excepciones previstas por la Ley para los Juzgados de Paz. 

siempre será superior; así el caso del artículo 450.7 del NCPP para los procesados aforados. 
De la Interpretación del artículo 139 inciso 6 dela Constitución Política del Perú, preliminarmente se debe 

entender que el procedimiento casatorio no constituye instancia de apelación, dada su naturaleza 
extraordinaria, doctrinaria y normativamente desarrollada. 
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El artículo 14.5 del Pacto internacional de Derechos Civiles y Políticos y el literal h, inciso dos, artículo 8 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos`, establecen de forma teleológica que el condenado tiene derecho a un doble examen y a una doble revisión de la condena, así como el derecho a impugnar, cuya configuración y ejercicio no se presenta únicamente como medio impugnatorio. En consecuencia, la casación no es un medio óptimo para revisar la condena del absuelto, debido a que en este se discuten cuestiones de derecho y de naturaleza extraordinana1. 

Por lo tanto, es el recurso de apelación el medio y la vía que permite acceder a la pluralidad de instancias a aquel que ha sido condenado cuando previamente fue absuelto en primera instancia. La exigencia de un recurso ordinario de impugnación ha sido reconocida en los pronunciamientos de la Corte Interamericana de Derechos Humanos. En el caso Herrera Ulloa vs. Costa Ricas  se consideró insuficiente que se autorice únicamente contra la sentencia de instancia el recurso de casación y no el de apelación, por constituir un recurso que otorga mayores garantías a las partes. 
Asimismo, la Corte IDH estableció en el caso Mohamed vs Argentina que "(...) el sistema procesal penal argentino que fue aplicado al señor Mohamed no garantizó normativamente un recurso ordinario, accesible y eficaz que permitiera un examen de la sentencia condenatoria contra el señor Mohamed, en los términos del artículo 8.21 de la Convención Americana, y también ha constatado que el recurso extraordinario federal y el recurso de queja, en tanto salvaguarda de acceso al primero, no constituyeron en el caso concreto recursos eficaces para garantizar dicho derecho"  (Fundamento jurídico 112)k9 

En consecuencia, de lo afirmado por la Corte Interamericana de Derechos Humanos, se desprende inequívocamente que debe existir la previsión de un trámite procesal quepm que la sertencia contra el precedenternente absuelto mediante la que se le condena, emitida por la Sala Superior Penal- Sala de Apelaciones- sea sometida a una reevaluaclón con probabilidad de actuación, debate y evaluación probatoria. 
En el sistema penal peruano se ha establecidoel modelo mixto deapelación, con tendencia al sistema limitado. Por elfo, cuando se impugna el fallo producto del Juicio de culpabilidad, se instaura una nueva audiencia de apelación. En consecuencia, "un sistema de recursos que pretende ser consistente con las garantías básicas debe construirse a partir de reconocer al juicio oral como elemento fundamental del sistema procesal penal cuya integridad y centralidad debe ser protegida. Si con el propósito de asentar la garantía del derecho a 

6 El artículo 8) sobre Garantías Judiciales señala que: 2) Toda persona inculpada de delito tiene derecho a que se presuma su inocencia mientras no se establezca legalmente su culpabilidad. Durante el proceso, toda persona tiene derecho, en plena igualdad, a las siguientes garantías mínimas, y establece el: h) derecho de recurrir del fallo antejuez o tribunal superior. 

El "Hard Law" fundamental no se refiere a la doble Instancia de atención al proceso sino a la doble discusión de la decisión de condena. 

8 http:ffwww.corteidh.ar.cr/docs/casos/Articulos/seriec_107_esp.pdf 
9http:f/ww.corteidh;or.cr/docs/casos/artIculos/seriec25S_esppdf  



25 
1, 

9,0  

recurrir, se priva de sentido al juicio oral, se produce una desvaloración del debido 
proceso"10. 

El recurso de casación (artículo 427 del Nuevo Código Procesal Penal) cuya conformaciói es la de un mecanismo tasado y extraordinario, se encuentra previsto esencialmente corno una herramienta de control de la constitucionalidad y legalidad, así como de unificación 
jurisprudencíal. 

Se debe tener en cuenta que la casación en la Instancia Suprema solo se produce por causas 
establecidas en el artículo 429 del Código Procesal PenaP, siendoeste el motivo de su riat:mieza  extraordinaria12. Por esa razón, la denegatoria del recurso de casación planteado ante la Corte Suprema se resuelve sin la realización de unjuicio de mérito previo y, en caso del 
condenado absuelto, no obtendría una decisión de mérito, lo cual genera la afectación al 
derecho de igualdad13  y a la pluralidad de instancias. 

Entonces, el proceso casatorio no es una instancia de mérito, debido a que en el supuesto que elAd Quem -con actuack5n xobatoria mínima y limitada- condene a quien fue absuelto por el tribunal A Quo -con actuación probarla plena- se configuraría la 
inconstitucionalidad expresada por el supremo intérprete de la Constitución, toda vez que el eventual pronunciamiento de la Corte Suprema carecerá de actividad probatoria de sustento. 

En conclusión, tanto el inciso dos, del artículo 419, como el literal b, inciso tres, del artículo 425 del Código Procesal Penal, en cuanto se refieren a la condena al absuelto, contravienen varías normas fundamentales: el artículo once de la Declaración Universal de Derechos Humanos, el literal h, inciso dos, del artículo ocho de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y, fundamentalmente, el inciso cinco del artículo del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. Ello, "debido a que la casación no es un recurso eficaz que permita un análisis integral del fallo condenatorio de segunda instancia, sino que, por el contrario, circunscribe su ámbito de competencia a una revisión de puro derecho de la 

b° fr. ht p://wwwstemajudicjaIes.orgjcpntent/jud/archivps/nptaarchivo/519.pdf  Consultado el 
18/09/18. Pg. 9. 

11  En el artículo 429 se seflala como causas para interponer recurso de casación:1) Si la sentencia o auto han sido expedidos con inobsen,ancia de alguna deJas garantías constitucionales de carácter procesal o material, o con una indebida o errónea aplicación de dichas garantías. 2) Si la sentencia o auto incurre o deriva de una Inobservancia de las normas legales de carácter procesal sancionadas con la nulidad. 3) Si la sentencia o auto importa una Indebida aplicación, una errónea interpretación o una falta de aplicación dela Ley penal o de otras normas jur(dica.s necesarias para su aplicación. 4) Si la sentencia o auto ha sido expedido con falta o manifiesta ilogiddad de la motivación, cuando el vicio resulte de su propio tenor. 5) Si la sentencia o auto se aparta de la doctrina jurisprudenclal establecida por la Corte Suprema o, en su caso, por el Tribunal Constitucional. 

' Su fundamento está en el lus constitutionis y no en el ius litigatoris (que es propia de las Impugnaciones ordinarias). 

13 El derecho a la igualdad como principio, es uno de los pilares del orden constitucional que permite la convivencia arm6nica en sociedad. Por su parte, la Igualdad, en tanto derecho, implica una exigencia individualizable que cada persona puede oponer frente al Estado para que &ste lo respete, proteja o tutele Cfr. Exp. 0606-2004-AA, del 28 de Junio del 2004, 52, Fi. 9. 
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sentencia recurridas". En consecuencia, se afecta el contenido constitucionalmente protegido del derecho a la pluralidad de instancia, debido a que la Corte Suprema no actúa como órgano superior de revisión de la primera sentencia condenatoria15. 
Con la finalidad de evitar la vulneración de los derechos del sentenciado, se propone la creación de la función de revisión (apelación) de la condena del absuelto habilitando a los Jueces Superiores que conformen otra la Sala Superior Pei o en su defecto una Sala Superior Mócta o Civil, observando las reglas específicas para conceder la apelación, quedando expedita la posibilidad de ejercer el recuso de casación para ser interpuesto cuando así razonablemente lo determinen los intereses de los sujetos procesales, luego de agotada la revisión de condena. 

Es de anotar que no se requiere efectuar modificaciones en la Ley Orgánica del Poder Judicial en virtud a que el artículo 41.5 de dicho cuerpo normativo establece dentro de las competencias de las Salas Superiores Penales una concepción numerus apertus al sefialar que: "Las Salas Penales conocen: (...) S. De los demás asuntos que correspondan conforme a ley", por lo que la propuesta planteada habilita la inserción de un supuesto de competencia adicional. 

3. ANÁLISIS COSTO- BENEFiCIO 

La presente iniciativa legislativa no irrogará gasto extraordinario para el Estado ya que incide en forma directa sobre la modificación del artículo 419.2 y  del artículo 425,31 del Decreto Legislativo N 957 Nuevo Código Procesal Penal, sin generar nuevos órganos jurisdiccionales superiores ni sobrecargando a la instancia suprema penal, sino otorgando mayores competencias a los órganos judiciales superiores existentes dentro de la Ley Orgánica del Poder Judicial y dando viabilidad al cumplimiento de los mandatos de la jurisdicción internacional de los derechos humanos, evitando eventuales pronunciamientos de responsabilidad estatal por violación de los derechos fundamentales involucrados tanto por la Comisión interamericana de Derechos Humanos como por la Corte Interamericana de Derechos Humanos. 

El beneficio social, político y jurídico es inportante y trascendental, puesto que se garantiza el respeto a las garantras judiciales inherentes a los derechos humanos, fortaleciendo el Estado de Derecho y la pna efectividad del rievo modelo procesal npmentado; en consecuencia, se reforzará la seguridad jurdica para el desarrollo ordenado y uniforme de nuestro sistema jurídico acorde con las decisiones de tribu-a1es supranacionales que la Constitución vgente reconoce. 

El Parlamento Nacional debe atender la exhortación del Tribunal ConstitucIonal para habilitar el medio impugnatorio adecuado y eficaz para la revisión amplia e integral del fallo condenatorio del absuelto sin vulnerar sus derechos fundamentales. 

14  Fundamento jurídico diecinueve. Exp. 0862-2013.PHC/TC, caso "auijandria Elías". 
15  Fundamento jurídico diecinueve. Exp. 0862-2013-PHC/TC, caso «Quijandría Elias". 
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El derecho a la mpugnación y revsión de¡ fallo absolutorio en segunda mstancia serán respetados y se evitará recurrir al mecanismo de control constitucional difuso, lo cual posterga la solución de las causas y  genera un incremento de carga procesal y costo al sistema de justicia. 

4. TEXTO DEL PROYECTO DE LEY 
Proyecto de ley que popone la modificación de los artículos 419.2 y  4253 de¡ Decreto Legislativo957 (Código Procesal Penal). 

LEY QUE MODIFKA LOSARTICULOS 4192 y 4253 DEL DECRETO LEG5LATIVO 957 (CÓDIGO 
PROCESAL PENAL) 

Artículo t Mofícase la segunda parte de¡ inciso 2 del artículo 419 del Nuevo Código Procesal Penal, con el siguiente texto: 

11 
2. (.4 En este último caso, tratándose de sentencias absolutorias podrá dictar sentencia 1 condenatoria, fallo que podrá ser revisado en apelación por la Sala Superior Penal llamada por ley." 

Articulo 2: Integrase el lleral ç en el inciso 3, del artículo 425 de¡ Nuevo Código Procesal Penal, con elsigulentetexto: 

"3. la sentencia de segunda instanaa, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 409, puede: 

c) Cuando la Sala Penal Superior de Apelaciones revoque la sertencia absolutoria de prntera Instancia y se proc&ca la reforma en sentido condenatorio, a la que se refiere el párrafo arterior, quedará hatIitada una Instancia de revisión para que el condenado, ptda ejercer su derecho a impugnar. 

Dicha inaarida de reicm se ek~ por otra Sala Superior según prevé la Ley Orgánica del Poder Judial que conocerá de¡ recurso de apelación de¡ condenado bajo las reglas del Libro Qi.í,to, Sección II, Título III, de este Código, es decir, por una Sala Superior Penal de Apelaciones o en su defecto, una Sala Penal Liquidadora o una Sala Mixta o de otra especialidad según el turno. 

DISPOSICIONES FINALES COMPLEMENTARIAS FINALES Y DEROGATORIAS 
PRIME RA: Vigencia de la ley. 

[ji 
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La presente Ley entra en vigencia al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial "El Peruano". 

SEGUNDA: Adicionándose a las Salas Superiores, según el caso, la función extraordinaria de apelación de las sentencias de condena a los absueltos en instancia de apelación. 
Se dispone que la función de apelación de las sentencias que condenan a los absueltos expedidas, con arreglo al artículo 425.3 del Decreto Legislativo N' 957 Nuevo Código Procesal Penal corresponderá a una Sala Superior Penal o Mixta, según sea el caso. 
En los casos en que exista más de una Sala de Apelaciones la Sala Superior será la que se halle de turno. En los casos que exista únicamente una Sala de Apelaciones la Sala Penal Superior será la de liquidación de Turno o en su defecto la Sala Civil o Especializada Mixta correspondiente. 

TERCERA: Intervención Fiscal Superior en la revisión de la condena al absuelto. 
Teniendo en cuenta la calidad de parte procesal que ostenta el Ministerio Pública, ¿a Presidencia de la Junta de Fiscales Superiores designará a la Fiscalía Superior Penal que Intervendrá ante la Sala Superior Penal Revisora de la condena al absuelto, pudiendo ser ¿a misma que Intervino en el proceso en que se decidió condenar al absuelto. 

CUARTA: Derogatoria 

Deróguense las Disposiciones legales que se opongan a la presente ley. 
Comuníquese al Selior Presidente de la República para su promulgación. 

Lima, Octubre de 2018 

iÚGE 1 3ALAS ARENAS 
4U 1 UPREMO 
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Ref: Oficio N° 025-2018-DPSA-1SPT/CSJ, cursado por el señor Juez Supremo titular Jorge Luis Salas Arenas, Presidente de la Sala Penal Especial. 
Lima, veintiuno de noviembre de dos mil dieciocho.- 

VISTO: 

El Oficio N° 025-2018-DPSA-ISPT/CSJ, cursado por el señor Juez Supremo titular Jorge Luis Salas Menas, Presidente de la Sala Penal Especial. 

(+
CONSIDERANDO: 

Primero. Que el sefLor Jorge Luis Salas Menas, Juez titular de la Corte Suprema de Justicia de la República y Presidente de la Sala Penal Especial, remite el proyecto de iniciativa legislativa de reforma de los artículos 4 19.2° y  4253° del nuevo Código Procesal Penal, en ejercicio del derecho reconocido en el articulo 1070  de la Constitución Política del Perú, y en el artículo 210  del Texto Unico Ordenado de la Ley Orgánica del Poder Judicial; solicitando su remisión al Congreso de la República y al Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, para los fines consiguientes. 
Segundo. Que el artículo 107° de la Constitución Política del Perú establece que e) Presidente de la República y los Congresistas tienen derecho de iniciativa en la formación de las leyes; precisando que tienen el mismo derecho en las materias que les son propias, entre otros, los demás poderes del Estado, y los ciudadanos que ejercen l derecho a iniciativa conforme a ley. 

Tercero. Que, de otro lado, el artículo 21° del Texto Único Ordenado de la Ley Orgánica del Poder Judicial establece la iniciativa legislativa de la Corte Suprema de Justicia de la República, en los asuntos que le son propios; estableciendo que los jueces por intermedio del Consejo Ejecutivo del Poder Judicial, dan cuenta al Congreso de la República y al Ministerio de Justicia, de los yacios y deficiencias legislativas que se encuentren en el ejercicio de sus funciones; así corno de las contradicciones e incompatibilidades constitucionales, sin perjuicio de la iniciativa que sobre este propósito pueda asumir directamente el propio Consejo Ejecutivo del Poder Judicial o la Sala Plena de la Corte Suprema de Justicia de la República. El niencionado artículo, agrega que en el primer caso, el Órgano de Gobierno da trámite al pedido del juez sin calificar su contenido, a menos que dicho Consejo o la Sala Plena del Supremo Tribunal lo haga suyo, con expresa mención del autor de la iniciativa; circunstancia que se advierte en la presente solicitud. En cuanto al segundo caso, el artículo 80° del mismo texto legal, modificado por la Ley N° 27465, en su numeral 7), sefa1a como una de las atribuciones de la Sala Plena 

29 
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1/Pág. 2, Oficio N° 025-2018-DPSA-18PT1CSJ, cursado por el señor Juez Supremo titular Jorge Luis Salas Arenas, Presidente de la Sala Penal EspeciaL 

de la Corte Suprema de Justicia de la República el ejercicio del derecho a iniciativa legislativa; situación que no es materia de autos. 

Cuarto. Que, por lo tanto, es menester precisar que el proyecto de iniciativa legislativa presentado por el señor Jorge Luis Salas Arenas, Juez titular de la Corte Suprema de Justicia de la República y Presidente de la Sala Penal Especial, se encuentra 

(( 
enmarcado en lo estabLecido como primer caso en el artículo 21° del Texto ¡inico Ordenado de la Ley Orgánica del Poder Judicial, conforme a lo expuesto en el considerando precedente; por lo que, resulta procedente su remisión al Congreso de la República para su debida tramitación. 

Quinto. Que el proyecto de iniciativa legislativa de reforma del nuevo Código Procesal Penal tiene por objeto modificar la segunda parte del artículo 4 19.2°; así como la modificación del artículo 425.30  del Decreto Legislativo N° 957, nuevo Código Procesal Penal, instaurando la revisión de los fallos condenatorios del procesado absuelto por decisión pronunciada en Sala Superior Penal, generando instancia de apelación de condena. 

Sexto. Que, finalmente, conforme al artículo 111  del Reglamento de Organización y Funciones de la Corte Suprema de Justicia de la República, aprobado por Resolución Administrativa N° 277-2011-CE-PJ, el Gabinete de Asesores de la Presidencia del Poder Judicial es el órgano que asesora en asuntos relacionados con la política jurisdiccional y a los procesos de reforma y fortalecimiento de la gestión pública organizacional a nivel nacional, para el optimo funcionamiento de este Poder del Estado. 
Asimismo, los incisos 9) y 10) del articulo 12° del mencionado reglamento señalan como una de las funciones del referido gabinete de asesores, coordinar con las instituciones púbicas las iniciativas legislativas relativas a la administración de justicia; así como coordinar y articular con el Poder Legislativo, los temas relacionados a las propuestas normativas que guardan relación con los intereses y objetivos del Poder Judicial. 
En tal sentido, por Resolución Administrativa N° 258-2017-P-PJ del 15 de junio de 2017, se precisé que el Coordinador Parlamentario del Poder Judicial será uno de los responsables de conducir las labores de coordinación inteTinstitucional y parlamentaria. Motivo por el cual, la tramitación del presente proyecto de ley, en ejercicio de la iniciativa legislativa conferida por la ley, debe ser materia de seguimiento por el Coordinador Parlamentario del Poder Judicial que se encuentre facultado a la fecha para tal encargo. 
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1/Pág. 3, Oficio N° 025-2018-DPSA-18PT/CSJ, cursado por el señor Juez Supremo titular Jorge Luis Salas Arenas, Presidente de la Sala Penal Especial. 
Por estos fundamentos; en m6rito al Acuerdo N° 767-2018 de la trigésimo tercera sesión del Consejo Ejecutivo del Poder Judicial de la fecha, adoptado con la intervención de los señores Prado Saldarriaga, Tello Gilardi, Lama More, Ruidías Farfán, Alegre Valdivia y Deur Morán; en uso de las atribuciones conferidas por el artículo 82° del Texto Unico Ordenado de ¡a Ley Orgánica del Poder Judicial. Por unanimidad, 

SE RESUELVE: 

Remitir al Congreso de la República y al Ministerio de Justicia y Derechos Humanos el proyecto de iniciativa legislativa de reforma de los artículos 4 19.2° y425.30  del Decreto Legislativo N° 957, nuevo Código Procesal Penal, presentado por el señor Jorge Luis Salas Arenas, Juez titular de la Corte Suprema de Justicia de la República y Presidente de la Sala Penal Especial, en uso de la iniciativa legislativa establecida en el articulo 107° de la Constitución Política del Perú, y en el artículo 210  del Texto Unico Ordenado de la Ley Orgánica del Poder Judicial; cursándose los oficios correspondientes. Asimismo, comunicar al Coordinador Parlamentario del Poder Judicial designado para tal fin, a efectos que asuma la responsabilidad de conducir las labores de coordinación interinstitucional y parlamentaria correspondiente. 

Regfstrese, comuniqi 

W16  
Dr. VCfOR ROBERTO PRADiSALDARRJACA 

Presidente 

LUIS ALBERTO MERA CASAS 
Secretarc, General 

LAMC/ljnr. 
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Lima, 31 de diciembre de 2018 cONGRESO DE LAREPO8jj 

MEA%TRt*1E COMM~ 
MEMOEImE8 OFICION° 2018CE-j 

Sefior 
RE IB! DANIEL ENRIQUE SALAVERRY VILLA iRrm J si Presidente del Congreso de la República del Perü Presente.- 

Ref.: 9ficio N°02 520 1 8-DPSA/1 SPT/CSJ (Correlativo N° 639807-2018).- 

De mi consideración: 

Tengo el agrado de dirigirme a usted, a fin de remitir adjunto al presente, para su conocimiento y fines consiguientes, fotocopia certificada de la resolución expedida por el Consejo Ejecutivo del Poder Judicial, mediante la cual se remite el proyecto de iniciativa de reforma de los artIculas 419.2° y  425.3° del Decreto Legislativo N° 957, Nuevo Código Procesal Penal, presentando por el sefior Jorge Luis Salas Arenas, Juez Titular Corte Suprema de Justicia de la República y Presidente de Sala Penal Especial; en uso de la iniciativa legislativa establecida en el artículo 107° de la Constitución Política del Perú, y en el artículo 21° del Texto Unico Ordenado de la Ley Orgánica del Poder Judicial. Para tal efecto, adjunto a fojas 6 (seis) la documentación presentada. 

Es propicia la ocasión para mientas de mi especial considerac 

Atentamente, 

VICTOR ROBERTO DARRIAGA 

üe 



Es propicia 
considera 

ocasión para expresar! de mi especial 

A VICTOR ROBERI 

: 
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Lima, 31 de diciembre de 2018 

OFÇO N° )44b..2018-CE..PJ 

Señor Doctor 
VICENTE ZEBALLOS SALINAS 
Ministro de Justicia y Derechos Humanos 
Scipión Llona 350, Miraflores 
Presente.- 

RECIBIDO 

17 ENE. 201 

,.....*....n.......es .. a... 
R*o pat: . 

Raf.: Oficio N° 025-201 8-DPSA/1 SPT/CSJ (Correlativo N° 639807-2018).-

De mi consideración: 

Tengo el agrado de dirigirme a usted, a fin de remitir adjunto al presente, para su conocimiento y fines consiguientes, fotocopia certificada de la resolución 
expedida por el Consejo Ejecutivo del Poder Judicial, mediante la cual se remite 
el proyecto de iniciativa de reforma de Los artículos 419.20  y  425.3° del Decreto 
Legislativo N° 957, Nuevo Código Procesal Penal, presentando por el señor Jorge 
Luis Salas Arenas, Juez Titular Corte Suprema de Justicia de la República y 
Presidente de Sala Penal Especial; en uso de la iniciativa legislativa establecida 
en el artícuLo 107° de la Constitución Política del Perú, y en el articulo 210  del 
Texto Unico Ordenado de la Ley Orgánica del Poder Judicial. Para tal efecto, 
adjunto a fojas 6 (seis) la documentación presentada. 
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Congreso de la República 28/02/2022 
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Proyecto N°  03829 
-------------------------------------------------------------------------------------------------- 
N.Pr. F.Pres. Título Iniciativa 

03829 21/01/2019 REFORMA DE LOS/ARTíCULOS 419.2, 425.3 DEL NUEVO CÓDIGO PROCESAL PENAL 
Proponente : Poder Judicial 

Sumilla: Firmantes: 
Propone reformar los artículos 419.2 y  425.3 del Decreto Legislativo 
957 del Nuevo Código Procesal Penal. 

Seguimiento: 
24/01/2019 Decretado a. . . Justicia 
25/01/2019 En comis. Justicia 
16/07/2021 Dict.Fav.Sust Justicia Unan. 

En Relatoría 16.07.21. 

Va con los Proyectos: 01451 
-------------------------------------------------------------------------------------------------- 

Total Proyectos: 1 
-------------------------------------------------------------------------------------------------- 

***Fin de  Reporte*** 
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Lima, 11 de abril de 2022 

1021 tBR 13 P 3Ob 

Oficio 389-2021-2022-ADP-CD/CR 

Doctora 
ELVIA BARRIOS ALVARADO 
Presidenta del Consejo Ejecutivo del Poder Judicial 

Tengo el agrado de dirigirme a usted, por espedal encargo de la señora 
Presidenta del Congreso de la República, para hacer de su conocimiento que el 
Consejo Directivo del Congreso, en su sesión presencial realizada el 11 de abril 
de 2022, con la dispensa del trámite de sanción del acta, acordó actualizar el 
Proyecto de Ley 3829/2018-PJ, por el que se propone reformar los artículos 
419.2 y  425.3 del Decreto Legislativo 957 del Nuevo Código Procesal Penal, en 
atención a la petición formulada con el Oficio 000014-2022-P-CE-PJ. 

Con esta oportunidad reitero a usted, señora presidenta del Consejo Ejecutivo 
del Poder Judicial, la expresión de mi especial consideración. 

Atentamente, 

HUGO FERNANDO ROVIRA ZAGAL 
Oficial Mayor del Congreso de la República 

c.c. Área de Trámite y Digitalización de Documentos 
JVCH/cvd. 
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